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CAPÍTULO 01.I Administraciones Públicas, 
Administraciones Tributarias y 
Ordenación Económica 	

01.I.2.1
Administraciones tributarias

01.I.2.1.1 
Beneficios fiscales en el IBI por empadronamiento
 

Se trata de una cuestión que ya fue sometida a nuestra consideración en ejercicios pasados y que se 
traduce en la recepción de quejas presentadas por personas que consideran discriminatorio que se 
establezcan cuotas diferentes en el IBI en función de la condición o no de empadronado en el municipio 
del sujeto pasivo del tributo.

Este asunto ha sido planteado principalmente en relación a municipios ubicados en la provincia de 
Málaga, especialmente en la zona de la Costa del Sol, aunque tenemos noticias de que este diferente 
trato a empadronados o no empadronados se aplica igualmente por parte del Patronato de Recaudación 
Provincial, dependiente de la Diputación Provincial de Málaga, tras la aprobación de unas denominadas 
Bases para la concesión de ayudas municipales para el Fomento de la Obligación Tributaria derivada 
del IBI.

La razón aducida para este deferente trato tributario no es otro que la pretensión municipal de fomentar 
el empadronamiento en el término municipal de las personas que tienen propiedades inmobiliarias 
en el mismo, como una forma de acrecentar los ingresos municipales, mediante un incremento de las 
transferencias de recursos que se reciben de las Administraciones del Estado y de la Comunidad Autónoma 
en función de la variable poblacional. 

Así, queja 09/5662, queja 12/4934, queja 12/7093, queja 13/1697, queja 13/1883, queja 13/5118, queja 
10/5524, queja 11/4886, queja 11/502 y queja 13/1952.

Todos y cada unos de los expedientes de queja que se indican presentaban un hilo argumental coincidente, 
las personas interesadas en ellos, no empadronados en los mismos, venían a exponer que se consideraban 
discriminadas respecto de los vecinos empadronados en relación a las ayudas, subvenciones o bonificaciones 
que otorgan los municipios referidos respecto al Impuesto de Bienes Inmuebles (IBI).

Respecto del fondo del asunto, se nos informaba desde los ayuntamientos que el requisito de estar censado 
en el Padrón de Habitantes del municipio para ser beneficiario de la rebaja en la cuota tributaria venía 
expresamente recogido en las Ordenanzas Municipales, ya fuese en la Ordenanza Fiscal Reguladora del 
tributo o en la Ordenanza General de Subvenciones.

Nuestra intervención tuvo por objeto dilucidar si la ayuda contemplada en la Ordenanza Fiscal resultaba 
constituyente de un supuesto legítimo de subvención o si, por el contrario, se trataba de un beneficio 
fiscal encubierto bajo la apariencia de una medida de fomento. Para ello, debimos proceder al estudio y 
análisis del régimen jurídico de aplicación, con la intención de determinar los distintos supuestos en que 
legalmente resultaría procedente el establecimiento de beneficios fiscales en los tributos locales. Asimismo, 
nos centramos en el examen de la normativa sobre subvenciones para determinar las posibilidades de 
aplicar esta medida de fomento en el Impuesto de Bienes Inmuebles.
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A este respecto, el artículo 9 de Real Decreto Legislativo 2/2004, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley Reguladora de las Haciendas Locales establece con carácter general para todos los tributos locales 
el principio de reserva de Ley en materia de beneficios fiscales, e idéntica reserva de Ley se establece en 
el  articulo 8.d), de la Ley 58/2003 de 17 de diciembre, General Tributaria. Dicha reserva de ley se concreta 
en el caso del IBI en los beneficios específicamente establecidos en los artículos 73 y 74 del TRLHL.

A este respecto, ninguno de los beneficios incluidos en este precepto ampara la posibilidad de minorar 
la cuota tributaria del Impuesto de Bienes Inmuebles en función del hecho de estar empadronado en el 
municipio el sujeto pasivo del impuesto. Sin que, por otro lado, la potestad de las Administraciones Locales 
en relación con la actividad de fomento pueda extenderse al otorgamiento de ayudas o subvenciones 
cuyo objetivo último sea el establecimiento de beneficios fiscales, por quedar dicha posibilidad proscrita 
por el art. 2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

Asimismo, consideramos oportuno traer a colación la doctrina jurisprudencial en la materia, por cuanto 
refrenda de forma clara el posicionamiento de esta Institución en relación con este asunto. Así, podemos 
citar la Sentencia del Tribunal Supremo, de 12 de julio de 2006 (RJ/2006/6166TS) y, como resolución mas 
reciente, la Sentencia núm. 7130/2012, de 21 de mayo, de la Sala de lo Contencioso Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía en Granada, interpretando que el reconocimiento en virtud de 
una ordenanza fiscal que carece de rango legal de un beneficio o bonificación fiscal sobre un tributo local 
es una actuación que se revela contraria a derecho.

A la vista de ello, nos hemos visto obligados a formular Resolución en las quejas referenciadas, de idéntico 
tenor en todas ellas en cuanto a las argumentaciones y en cuanto al sentido de nuestras peticiones, 
concretadas en lo siguiente: 

Recordatorio de los deberes legales establecidos en los preceptos legales referenciados en el cuerpo de 
la resolución. Y Recomendación  en el sentido de que de conformidad con la legislación vigente en materia 
tributaria, y la posición mantenida al respecto por el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, se adopten 
las medidas que resulten necesarias en aras a reconocer el mismo tratamiento fiscal en el Impuesto de 
Bienes Inmuebles a los titulares de inmuebles en el municipio, con independencia de su condición de 
empadronados o no. 

La respuesta recibida a las Resoluciones formuladas ha sido mayoritariamente negativa, al negarse los 
Ayuntamientos interpelados a aceptar nuestras peticiones y dar un trato igualitario a los sujetos pasivos con 
independencia de su condición o no de empadronados en el municipio. En consecuencias, dada nuestra 
carencia de poderes coercitivos, procedimos a acordar la inclusión del expediente en el Informe Anual, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 29.2 de la Ley 9/1983, de 1 de diciembre, del Defensor 
del Pueblo Andaluz.

01.I.2.1.2
La exención en el IIVTNU de las transmisiones de vivienda 
por dación en pago o por ejecución hipotecaria o judicial
 

El Defensor del Pueblo Andaluz inició en 2014 una queja de oficio para conseguir la aplicación efectiva en 
Andalucía de la exención en el Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos que estableció el 
Real Decreto-Ley 8/2014, de 4 de julio, que introdujo una modificación del art. 105 de la Ley Reguladora 
de las Haciendas Locales, por la que se declaran exentas del pago del citado impuesto las trasmisiones 
realizadas con ocasión de la dación en pago a una entidad financiera de la vivienda habitual del deudor 
hipotecario o garante del mismo. Exención, que es también extensible a aquellas daciones en pago 
realizadas en procesos de ejecución hipotecarias judicial o notarial y que se aplicará a las trasmisiones 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/le-pedimos-al-ayuntamiento-el-mismo-trato-en-el-cobro-del-ibi-personas-no-empadronadas
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acordadas a partir del 1 de enero de 2014, teniendo efectos retroactivos para las trasmisiones que se 
hubieran efectuado en los 4 años anteriores a dicha fecha.

La Institución, temiendo que la información acerca de esta novedad legislativa no llegare en forma efectiva 
al conocimiento de muchas de las personas que podrían beneficiarse de la misma, y que, en su mayoría, 
son personas en situación económica muy desfavorecida, resolvía iniciar de oficio la queja 14/3994.

En la misma, el Defensor solicitaba públicamente a todos los Ayuntamientos andaluces que hicieran un 
esfuerzo por identificar e informar a todas las personas beneficiarias de la exención, procediendo a devolver 
de oficio las cantidades ingresadas en concepto de plusvalía cuando acreditasen reunir los requisitos 
para ello. A tal fin, formulamos a los Ayuntamientos interpelados Recomendación, instándoles a una 
colaboración activa, tanto en la tarea de identificar e informar a esas personas, como en la devolución de 
oficio y con la mayor premura de las cantidades cobradas.

En concreto, se solicitaba a los distintos consistorios la incoación de oficio de un procedimiento de devolución 
de ingresos indebidos, debiendo proceder a la identificación de los sujetos pasivos que pudieran resultar 
beneficiarios, notificándoles el procedimiento incoado a los efectos de que acreditaren la concurrencia de 
los requisitos previstos normativamente. Asimismo, se interesaba de los municipios que llevasen a cabo 
una campaña informativa pública sobre el proceso de devolución iniciado, utilizando aquellos medios que 
estimen pertinentes para garantizar una adecuada difusión de la iniciativa emprendida.

El expediente está actualmente en trámite, por lo que no podemos ofrecer en estos momentos una valoración 
final de resultados, aunque si podemos anticipar que el grado de colaboración de las Administraciones 
Locales andaluzas está siendo muy elevado y la mayoría de las respuestas recibidas han sido positivas, 
mostrando un alto grado de implicación de los Consistorios en la atención de las situaciones individuales 
de los contribuyentes afectados.

Dado que el Real Decreto-Ley 8/2014 disponía la aplicación retroactiva de la exención del IIVTNUl, procedimos 
a acumular al expediente iniciado de oficio, diversos expedientes de queja que se habían iniciado con 
anterioridad a la publicación de dicha norma, así como otros que se recibieron con posterioridad a dicha 
publicación, como es el caso de la queja 13/3143, queja 13/4658, queja 14/323, queja 14/4089, queja 14/2671, 
queja 14/3101, queja 14/3243, queja 14/3557, queja 14/5293, queja 14/5447, queja 14/5740. En todos ellos 
se realizaron actuaciones ante los Ayuntamientos en consonancia con la modificación normativa operada.

Así, por ejemplo, en la queja 13/3143 tramitada respecto del ayuntamiento de Huelva, la parte promotora  
formuló recurso de reposición contra liquidación por el Impuesto sobre el Incremento del Valor de los 
Terrenos de Naturaleza Urbana, al considerar que su vivienda no fue objeto de compraventa, sino que por 
impago de préstamo hipotecario por circunstancias sobrevenidas, resultó adjudicada a entidad bancaria. 
El referido recurso de reposición le fue desestimado mediante un Decreto de la Alcaldía dictado antes de 
la publicación del el Real Decreto-Ley 8/2014, en el que fundamentaba el Ayuntamiento su decisión del 
siguiente modo :

“... se regulará en todo caso por Ley tanto el establecimiento de las exenciones, reducciones y demás 
bonificaciones tributarias, como la condonación de deudas tributarias, sin que en el supuesto planteado 
exista precepto legal alguno que ampare la posibilidad de eximir, bonificar o condonar la cuota del referido 
tributo.” 

Producida ya la modificación normativa que introdujo la exención que nos ocupa, formulamos Resolución, 
en los siguientes términos: 

“ Para que actuando de conformidad con lo establecido en la reforma legal producida, se declare de oficio 
la exención de la dación en pago generada en las presentes actuaciones por la liquidación del Impuesto 
de Plusvalía, si el interesado reúne los requisitos establecidos en la norma “.

El Ayuntamiento de Huelva contestó debidamente tanto en la queja 13/3143, promovida a instancia de 
parte, como en la queja 14/3994, promovida de oficio, poniendo de manifiesto expresamente la aceptación 
de las Resoluciones formuladas.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/exenci%C3%B3n-en-el-impuesto-sobre-el-incremento-del-valor-de-los-terrenos-en-las-transmisiones-d
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/exencion-del-impuesto-en-las-transmisiones-de-viviendas-por-dacion-en-pago-o-ejecucion-hipot
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/pedimos-al-ayuntamiento-que-devuelva-un-vecino-de-huelva-el-cobro-de-la-plusval%C3%ADa-por-la-dac
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Un caso similar fue el de la queja 13/4658, iniciado a instancia de parte en relación con el Ayuntamiento 
de Gibraleón por la falta de respuesta a un recurso de reposición interpuesto contra la liquidación por el 
Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana derivada de un procedimiento 
de ejecución hipotecaria, por impago del préstamo que gravaba vivienda propiedad de una unidad familiar.

Admitimos inicialmente el escrito de queja a efectos de romper el silencio administrativo mantenido en 
vía de recurso, solicitando del Ayuntamiento que se respondiera al recurso interpuesto.

Tras la promulgación del Real Decreto-ley 8/2014, de 4 de julio, optamos por formular al Ayuntamiento 
Recomendación en los mismos términos de lo expuesto en el expediente de queja iniciado de oficio, 
interesando que “...se declare de oficio la exención de la dación en pago -como consecuencia de la 
ejecución judicial de embargo por impago de deuda hipotecaria- generada en las presentes actuaciones 
por la liquidación del Impuesto de Plusvalía, si las personas interesadas reúnen los requisitos establecidos 
en la norma”.

01.I.2.1.3
La exacción de tasas por las Administraciones municipales

Las tasas municipales son con frecuencia objeto de quejas y denuncias ciudadanas ante esta Institución.

Entre ellas, son frecuentes las que plantean la disconformidad de los ciudadanos con el establecimiento e 
importe que se les cobra por las tasas de recogida de residuos, por considerar dicho tributo improcedente por 
diversas razones, generalmente relacionados con el no uso del servicio o con su deficiente funcionamiento. 

Así, en la queja 14/754, el interesado cuestionaba la exacción de la tasa de recogida y tratamiento de 
residuos al estar su vivienda en terrenos calificados como rústicos. En su respuesta, el Consorcio nos 
indicaba que, en aplicación de lo establecido en la Ordenanza Fiscal vigente, procedía la exacción del tributo, 
al disponer la misma que «En zonas rurales, por inmuebles que se encuentren a una distancia mayor de 
300 ms. del contenedor más cercano, tributarán por el epígrafe 0.3 como viviendas equivalentes», con 
independencia de su uso y destino. Considerando la actuación de la Administración tributaria ajustada a 
derecho finalizamos las actuaciones.

También podemos incluir en este apartado la queja 13/6831 y la queja 14/3313,  que planteaban la 
disconformidad de sus promotores respecto de la exacción de tasa por el tratamiento de los residuos 
establecida por la Diputación Provincial de Granada, por entender que no les correspondía pagarla al haber 
abonado ya por el mismo concepto una tasa a sus respectivos Ayuntamientos (Puebla de Don Fadrique 
y Pórtugos).

Solicitado informe a la Diputación Provincial mencionada, por la misma se nos indicaba que los Ayuntamientos 
citados –al igual que otros de la provincia- habían solicitado que el depósito de los residuos urbanos del 
municipio se realizara en las instalaciones de titularidad provincial, razón por la cual procedía el cobro de 
la correspondiente tasa por el tratamiento de residuos, que no debía confundirse con la tasa municipal 
por la recogida de dicho residuos. A la vista de esta información procedimos a archivar el expediente de 
queja, no apreciando irregularidad en la actuación administrativa.

También en materia de tasas por la prestación de servicios o realización de actividades por los municipios 
tuvimos ocasión de tratar la queja 13/3122, respecto del Ayuntamiento de Nerja (Málaga) y en la que se 
cuestionaba la subida de tasas en su Escuela Municipal de Música y el hecho de que se establecieran 
distintos importes para personas empadronadas o no empadronadas en el Municipio. 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/recomendamos-al-ayuntamiento-que-devuelva-el-cobro-por-plusval%C3%ADas-un-vecino-de-gibrale%C3%B3n
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El Ayuntamiento en su informe amparaba su actuación en la inclusión en el Ordenanza Fiscal de dicho 
trato diferenciado en función del empadronamiento. A la vista de esta respuesta, dirigimos Resolución al 
Ayuntamiento manifestándole nuestra consideración de no ser legal el establecimiento de una diferente 
carga tributaria en función de la condición o no de empadronado del sujeto pasivo. Señalando que tal 
posibilidad está proscrita por el ordenamiento jurídico tributario y mencionando la existencia de reiterada 
jurisprudencia por parte del Tribunal Supremo estableciendo que sólo resulta admisible la diferenciación 
de la carga impositiva cuando la misma atiende a elementos o criterios que ponen de manifiesto una 
diferente capacidad contributiva del sujeto pasivo. Algo que no ocurre en relación con la mera condición 
de persona empadronada. Concluía la Resolución con la siguiente Recomendación, que fue aceptada por 
el Ayuntamiento:

“ que se proceda a la mayor brevedad a la realización de un nuevo estudio de costes económicos para la  
financiación del servicio, estableciendo una nueva tarifa en condiciones igualitarias para todos los usuarios 
del servicio de la Escuela Municipal de Música, modificando el precepto correspondiente de la Ordenanza 
Fiscal, evitando así los efectos de diferenciación o distinción cuestionados, al no estar fundamentados en 
razones vinculadas a la capacidad contributiva de los usuarios. “

01.I.2.2 
Administraciones Públicas y Ordenación Económica	

01.I.2.2.5
Transparencia, participación y buena administración
 

Según el barómetro aportado por el Centro de Investigaciones Sociológicas correspondiente al mes de 
diciembre de 2014, la corrupción y el fraude, de una parte, y los políticos, los partidos políticos y la política, 
de otra, constituyen el segundo y el tercer problema más importante que presenta nuestro país.

Se trata de una cuestión que causa un hondo pesar y una gran preocupación a este Comisionado del 
Parlamento de Andalucía, y que debe provocar la implementación de medidas que, de una parte, potencien 
la mejora de la calidad moral de nuestra Sociedad en general y, de otra, que pongan fin inmediato a la 
posible sensación de impunidad que pudiera haber tras buena parte de los despropósitos que acaparan 
las portadas de los períodicos. 

En este sentido consideramos que la aprobación de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública 
de Andalucía, puede consolidar el punto de inflexión que ya se iniciara el año pasado con la aprobación 
de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, acceso a la información y buen gobierno.

Se trata de unas normas de enorme importancia para la mejora de la calidad democrática, para avanzar 
en la conformación de un sistema suficientemente sólido de evaluación de las políticas públicas en el que 
la participación efectiva de la ciudadanía resulta determinante, y para reformar la gobernanza conforme 
a los objetivos estratégicos señalados por la Comisión europea en el Libro Blanco de la Gobernanza.

El Convenio del Consejo de Europa sobre Acceso a los Documentos Públicos señala en su preámbulo que 
en una sociedad democrática y pluralista, la transparencia es un requisito extremadamente importante. 
Por ello el ejercicio del derecho de acceso a los documentos públicos constituye una fuente esencial de 
información para el público; permite a éste formarse una opinión sobre el estado de la sociedad y sobre 
las autoridades públicas; y fomenta la integridad, la eficacia, la eficiencia y la responsabilidad de dichas 
autoridades, contribuyendo así a que se afirme su legitimidad.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/misma-tarifa-para-todos-los-alumnos-de-la-escuela-municipal-de-m%C3%BAsica
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No obstante, enjuiciamos conveniente que el avance habido con la aprobación de estas leyes se vea reforzado 
con otras iniciativas que contribuyan a la mejora de la calidad moral de la Sociedad.

Así, el refuerzo de los sistemas de inspección y control, la intensificación de las medidas de vigilancia, la 
mejora ostensible en los medios dispuestos por la Administración de Justicia y la agilización de los procesos 
judiciales contribuirían, a nuestro juicio, a la mejora notable de los problemas señalados por el Centro de 
Investigaciones Sociológicas.

De igual modo, estimamos necesaria la generación de una mayor conciencia respecto del concepto de 
Sociedad y de Estado, de tal forma que con ello se haga ver que muchas actuaciones fraudulentas que, por 
desgracia, han quedado insertas en lo cotidiano provocan graves menoscabos al conjunto de la ciudadanía. 

Y en esta tarea, la contribución y el ejemplo que puedan dar las Administraciones Públicas y sus gestores 
resulta del todo relevante.

Es por ello por lo que esta Defensoría viene sugiriendo, año tras año, el tránsito de “la cultura del secreto 
y del oscurantismo”, que ha imperado hasta ahora en el funcionamiento de los poderes públicos, a “la 
cultura de la apertura y de la transparencia”.

Es decir, además de los cambios legislativos llevados a cabo, es preciso que exista voluntad decidida de 
aplicarlos y, para ello, es necesario un cambio en la mentalidad de autoridades y funcionarios, de tal forma 
que interioricen que están al servicio de los intereses generales y que toda la información pública que 
poseen debe estar a disposición de la ciudadanía.

Se trata de una tarea ardua y difícil, que requiere motivación, esfuerzo y disciplina, así como una intensa 
labor de formación y concienciación. Deben quedar atrás las respuestas evasivas, las actitudes renuentes 
y la ignorancia sistemática de solicitudes planteadas por la ciudadanía.

A este respecto estimamos que queda aún mucho camino por recorrer, teniendo en cuenta el ingente 
número de quejas que recibimos año tras año respecto de esta cuestión, que a veces afecta incluso al 
desarrollo de las labores de vigilancia y control que llevan a cabo representantes públicos en el seno de 
órganos de representación ciudadana.

Podemos traer a colación numerosas quejas gestionadas a lo largo del año 2014 acerca de lo que 
comentamos. Caso, por ejemplo, de la queja 13/3004, tramitada ante el Ayuntamiento de San José del 
Valle, a raíz de unas solicitudes de información sobre facturación que no habían sido atendidas; de la 
queja 13/3567, tramitada ante el Ayuntamiento de Antequera como consecuencia de la falta de respuesta 
a varios escritos; de la queja 13/2187, tramitada ante el Ayuntamiento de Camas, en relación con la 
falta de respuesta a varios escritos relativos a la situación de abandono y desprotección del Yacimiento 
Arqueológico del Cerro del Carambolo; de la queja 14/3145, afectante a la Diputación provincial de 
Córdoba, en relación con una solicitud desatendida de información acerca del presupuesto destinado a 
patrocinar determinadas actividades vinculadas con la tauromaquia; o de la queja 14/5690, tramitada ante 
el Ayuntamiento de Beas con ocasión de diversas solicitudes de acceso a Resoluciones de la Alcaldía y a 
Actas de la Junta de Gobierno local; o de la queja 14/6078, afectante a la Consejería de Igualdad, Salud y 
Políticas Sociales, referida a la falta de respuesta a una solicitud de acceso a información sobre el cierre 
de instalaciones de Inturjoven en Constantina.

Es preciso pues que el contenido del ordenamiento cale en nuestras Administraciones e Instituciones 
públicas; que se logre la plena efectividad de estas normas de enorme trascendencia; que se cree y se 
fomente una verdadera cultura de la transparencia y de servicio en favor de la ciudadanía; que se propicie 
una auténtica mejora de la gobernanza; que por fin se conciba la participación de la ciudadanía como un 
elemento indisoluble de la democracia y de la gestión de lo público, y como un refuerzo eficaz en la lucha 
contra los desmanes de aquellos a los que Platón, en su II libro sobre La República, identificaba como 
“personas injustas”.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/solicitud-de-facturas-por-grupo-municipal-sin-contestar
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/solicitamos-una-pronta-respuesta-atendiendo-una-buena-administraci%C3%B3n-p%C3%BAblica
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/resoluci%C3%B3n-ante-la-falta-de-respuesta-en-inter%C3%A9s-un-yacimiento-arqueol%C3%B3gico
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A tales propósitos aspiramos a través de actuaciones como la acometida de oficio este año al hilo de la 
queja 14/3637, dirigida a la Consejería de Administración Local y Relaciones Institucionales, a las ocho 
Diputaciones Provinciales, a las ocho capitales de provincia y a la Federación Andaluza de Municipios y 
Provincias.

Tras una amplia fundamentación tratamos de propiciar que se promuevan iniciativas públicas que hagan 
posible el acceso generalizado y gratuito al contenido de las sesiones plenarias que se celebren en las 
entidades locales, y que se facilite, en cualquier caso, la grabación de las mismas a través de medios 
particulares por quienes asistan a ellas.

Una demanda que ha venido manteniendo esta Defensoría desde hace años, amparada en una amplia 
fundamentación jurídica que avalaba nuestros criterios, y que finalmente ha sido recogida en la propia 
Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía.

CAPÍTULO 01.II CULTURA Y DEPORTES

01.II.2.2 
Deporte		

01.II.2.2.3 
La gestión y organización en los eventos deportivos

Por todos es conocido el boom que en los últimos años está teniendo la práctica de diferentes modalidades 
deportivas que cada día atraen a más y más participantes a los diferentes eventos deportivos que se 
organizan, prácticas deportivas que encuentra su éxito en que todas las edades, categorías y preparación 
de los participantes tienen cabida, donde cada uno compite a su nivel y otros participan por el mero hecho 
de disfrutar de la prueba.

Ya sea la prueba una carrera popular, carrera por montaña, trail, ultratrail, prueba de triatlón, duatlón, 
acualtlón..., cada edición de un evento deportivo se ve superada en el número de participantes, con lo 
que ello conlleva de “profesionalización” del mismo, los problemas de gestión y organización en cuanto a 
las inscripciones, seguro de los participantes, atención sanitaria, voluntariado, permisos de paso, cortes 
de carreteras o vías urbanas, avituallamientos, etcétera.

Si bien la mayoría de la pruebas siguen siendo organizadas por los diferentes clubes deportivos con la 
colaboración, en su caso, de la correspondiente Corporación Municipal, no quita que sobre todo en las 
capitales de provincia y en relación a los grandes eventos deportivos los Ayuntamientos encomienden la 
gestión del evento a una empresa para que sea ésta quién lo organice.

Es el caso, por ejemplo, de lo que ha hecho el Ayuntamiento de Sevilla en relación con la gestión y 
organización de una prueba de Maratón que se celebrará en 2015. 

Con respecto a la misma, la apertura del período de inscripción de las personas participantes se vio 
acompañada de un gran revuelo social y mediático con ocasión de las disfunciones que se suscitaron.

En este sentido, la organización fijó diferentes precios para la obtención de dorsales distinguiendo, por 
un lado, entre residentes y no residentes en la ciudad, por otro lado, respecto de los no residentes, en 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/abogamos-por-iniciativas-publicas-que-garanticen-el-acceso-las-sesiones-plenarias-de-los-ayu?
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función del momento en que se llevase a cabo la inscripción, de tal manera que cuanto antes se hiciera, 
menor coste tendría la obtención del dorsal. 

Este sistema de fijación de precios provocó, al parecer, una avalancha de solicitudes, lo que a su vez 
ocasionó el colapso de la plataforma web en la que se debía realizar la inscripción. A partir de ahí, una 
sucesión de dudas, incertidumbres e inseguridades para muchas personas que no sabían si se habían 
conseguido inscribir a tiempo, si lo habían hecho tantas veces como intentos aparentemente fallidos 
había indicado el sistema, y en qué posición lo habían hecho, ya que de ello dependía el precio del dorsal.

Por ambos motivos, creímos oportuno iniciar de oficio la queja 14/5197, orientada a conocer con 
mayor detalle las circunstancias acaecidas así como las soluciones dispuestas al objeto de que no se 
viesen afectados los derechos de las personas participantes en la prueba deportiva. 

Pues bien, a pesar de que la incoación del expediente había sido realizada de oficio, se recibió la visita de 
una representación de la Plataforma “Salvemos el Maratón de Sevilla”, integrada por numerosos clubes 
de Sevilla y otras provincias andaluzas para hacernos partícipes del movimiento ciudadano que se estaba 
gestando en torno a dicha cuestión, así como para trasladarnos su parecer al respecto, sustentado en 
la dilatada experiencia que muchos de sus miembros habían adquirido tras participar en numerosas 
pruebas deportivas análogas.

En este sentido, nos hicieron partícipes de diversas sugerencias para que fuesen tenidas en cuenta en 
ediciones futuras de la Maratón de Sevilla; propuestas éstas que, como no podía ser de otra manera, serán 
sido muy tenidas en cuenta por esta Defensoría para la adecuada resolución del expediente de queja.

CAPÍTULO 01.III DEPENDENCIA 
Y SERVICIOS SOCIALES

01.III.2.1 
Dependencia

01.III.2.1.4 
Caso especial del servicio de ayuda a domicilio en Jaén

En el año 2014 hemos continuado atentos al incidente entre Administración autonómica y local surgido 
en 2013, en el servicio de ayuda a domicilio de la ciudad de Jaén, cuyo alcalde había hecho pública su 
intención de que el Consistorio cesara en la prestación del citado servicio por la vía de la dependencia, 
con fundamento en el impago del Servicio por parte de Consejería de Igualdad, Salud y Políticas Sociales.

Puesto que el asunto se hallaba en vía jurisdiccional contencioso-administrativa y que en dicha sede se 
adoptaron medidas cautelares para garantizar la continuidad del servicio, su prestación quedó asegurada, 
no teniendo noticia de la queja de ninguna persona beneficiaria. Posteriormente, en cuanto a la titularidad 
de la competencia, se ha determinado judicialmente que el Ayuntamiento es la Administración obligada a 
asumirlo, quedando así cerrada de forma definitiva la discordia que llevó a la confrontación. Los antecedentes 
de este asunto fueron oportunamente explicados en el Informe del año anterior, al que nos remitimos.

No obstante, en el año 2014, consideró esta Defensoría conveniente intervenir en el desarrollo del conflicto 
y así lo articuló formalmente a través de la queja 14/2208, con la finalidad de velar por que, en modo alguno 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/queremos-conocer-las-medidas-ante-los-problemas-de-organizaci%25C3%25B3n-de-la-marat%25C3%25B3n-de-sevilla
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quedaran afectados los derechos de los dependientes usuarios del servicio de ayuda a domicilio, ante un 
nuevo incidente, consistente en que el Ayuntamiento había procedido a dejar de abonar el servicio a la 
empresa prestadora, efectuando en su lugar su consignación judicial. A fecha de cierre de este Informe, 
las respuestas recibidas de las Administraciones implicadas, están pendientes de estudio y valoración, lo 
que nos llevará a dar cuentas del curso de la tramitación que se siga en este expediente y de su resultado, 
en el Informe Anual correspondiente a 2015.

01.III.2.3 
Servicios Sociales Comunitarios

01.III.2.3.1 
Personas sin Hogar

Abordar la situación de la personas que viven en la calle, duermen cuando pueden en albergues o centros 
de acogida, se alimentan en comedores sociales, piden limosnas o aparcan vehículos en nuestras calles, ha 
sido una constante preocupación de esta Defensoría a favor de los derechos de los más desfavorecidos.

Por otra parte, al perfil clásico de personas sin hogar, en la situación actual, en la que aún estamos viviendo 
las consecuencias y efectos de la crisis económica y financiera que ha venido asolando a nuestro País 
y a nuestra Comunidad, el fenómeno producido de la exclusión residencial ha agudizado el número de 
personas que viven en la calle. No en vano, el Informe elaborado por la Fundación FOESSA arroja algunos 
datos al respecto, como que casi el 34% de la población andaluza está teniendo algún tipo de problema 
con la vivienda y casi un 6% ha recibido algún tipo de amenaza de expulsión.

Y es que la situación de especial desvalimiento de una persona que vive en la calle puede verse agravada 
por otras circunstancias o factores, tanto personales como sociales. Nos referimos a marginación, carencia 
de recursos o de empleo, desarraigo, soledad, ruptura personal, subculturización como modo de vida, 
dependencia de instituciones, ausencia de reconocimiento legal y precaria situación sanitaria, con escaso 
control de sus enfermedades, presencia de adicciones, enfermedades infecto-contagiosas, en ocasiones, 
falta de higiene etc.

A todo ello habría que añadir, el aislamiento relacional y el alejamiento de sus redes naturales de apoyo, 
lo que les causa dificultades para encontrar medios y recursos con los que lograr cierta autonomía.

De hecho, a veces los medios de comunicación nos sorprenden con alguna noticia que nos impacta, como 
es el caso del relato del fallecimiento de alguna persona sin hogar en la misma calle en una noche fría de 
invierno, o el fallecimiento de un joven sin techo, en un centro de acogida municipal, tras haber recibido el 
alta hospitalaria por el servicio de Urgencias de un hospital, si nos imaginamos lo desgarrador y desolador 
que tiene que ser que una persona se vea en esas circunstancias, en la más absoluta soledad.

La preocupación por hechos como éstos, siempre ha estado presente en esta Defensoría y han dado 
lugar a que incoemos la queja 13/5628, promovida de oficio en relación con el fallecimiento de un joven 
de nacionalidad polaca en las dependencias del albergue municipal, tras haber sido dado de alta en el 
servicio de urgencias del hospital Virgen del Rocío la noche anterior, en la que tuvimos que concluir nuestras 
actuaciones, como no podía ser de otra manera, a la vista del conocimiento del asunto en el ámbito judicial, 
y por mandato del art. 17.2 de nuestra Ley reguladora.

Ahora bien, con ocasión de los contactos llevados acabo con las administraciones implicadas, conocimos el 
borrador del protocolo por el que se actualiza el procedimiento marco de atención a personas en situación 
de riesgo social en las unidades de gestión clínica de cuidados críticos y urgencias del Servicio Andaluz 
de Salud y tuvimos oportunidad de hacer aportaciones a su contenido, a cuyo fin fuimos amablemente 
requeridos. 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/analizamos-la-coordinaci%25C3%25B3n-de-las-urgencias-hospitalarias-y-las-sociales
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A este respecto, la coordinación sociosanitaria en el caso de estas personas, ha de ser mucho mayor si cabe 
que en otros supuestos. El relato de la misma se puede consultar en el subcapítulo dedicado a la materia 
de Salud, de este Informe Anual. 

Y por otro, la incoación, también de oficio de la queja 14/5991, dirigida a la Delegación del Área de Familia, 
Asuntos Sociales y Zonas de Especial Actuación del Ayuntamiento de Sevilla, relativa al fallecimiento de 
una persona sin hogar en Sevilla en diciembre de 2014, la cual se encuentra aún en fase de investigación.

La preocupación constante de esta Defensoría por la situación de las personas sin hogar en nuestra 
Comunidad, nos llevó a incoar sendas quejas de oficio, la primera en el año 2012 (queja 12/6691) y otra en 
diciembre de este año (queja 14/5644), encaminadas a conocer las medidas y los medios previstos para 
atender posibles situaciones de emergencia que se puedan dar cuando por motivos de la llegada del frío 
del invierno se recrudecen las condiciones de vida de las personas que viven en la calle y que debido a las 
actuales condiciones de la crisis económica, han aumentado de forma importante. 

Por ello, solicitamos información a los ayuntamientos de todas las capitales andaluzas, a fin de conocer 
los recursos y los servicios disponibles y su funcionamiento, número de personas atendidas y demandas 
recibidas, para tomar conciencia de estas circunstancias y hacer de nuevo un llamamiento a todos los sectores 
sociales, para establecer medidas que vengan a solucionar la situación de aquéllos que más duramente 
están siendo tratados por la crisis económica y con la finalidad de que, en esta coyuntura, el apoyo de las 
administraciones deber ser máximo.

A raíz del cierre de la queja 12/6691 pudimos comprobar cómo la mayoría de los ayuntamientos cuenta 
con servicios sociales de emergencia, que se activan en estas circunstancias y aumentan el número de 
plazas de acogimiento, contando también para ello con los equipos de valoración y emergencia de calle.

No obstante, con la información recogida podemos concluir que son escasos los ayuntamientos que crean 
dispositivos especiales para tal coyuntura. Y, casi todos se ven desbordados por la situación de crisis social 
que atraviesa el país, siendo estos sectores los más castigados por las políticas de recortes que se han llevado 
a cabo en este tiempo, lo que ha venido a incidir en mayor medida en los grupos sociales más vulnerables.

Consideramos necesario que en estas circunstancias la Institución haga una revisión a fondo de los medios 
existentes, así como del incremento previsible de esta demanda. Nos proponemos revisar los datos e informaciones 
recogidas en el Informe Especial Vivir en la Calle: La situación de las personas sin techo en Andalucía, 
que esta Defensoría realizó en el año 2006, al mismo tiempo que reiteramos las recomendaciones recogidas, 
que deberían servirnos de recordatorio para la atención especializada de este colectivo.

01.III.2.3.2
Ayudas sociales

La crisis económica y los programas de austeridad llevados a cabo por el Gobierno de la Nación recortando 
los presupuestos destinados a los Servicios Sociales Comunitarios a través del Plan Concertado firmado 
con las Comunidades Autónomas, han supuesto para Andalucía pasar de los 18,6 millones de euros en 
2008, a 5,3 millones para el año 2014. Es decir una reducción de más de 2/3 del presupuesto destinado a 
Servicios Sociales Comunitarios, albergues y Centros de Acogida, en un momento en el que el número de 
personas usuarias de estos se incrementa. En Andalucía, en el último año más de un millón de personas 
han tenido que acudir a dichos Servicios Sociales.

Es lógico, por tanto, que cunda la desesperación de personas que acuden a estos Servicios y que como 
en la queja 14/2838 nos solicita ayuda por falta de recursos para subsistir, o en la queja 14/1718 donde 
un pensionista con una pensión mínima y un alquiler de 200 euros no puede hacer frente a los gastos de 
luz y agua. Todas, personas que se encuentran en una situación desesperada, con ayudas de Cruz Roja, 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/actuamos-de-oficio-ante-el-fallecimiento-de-una-persona-sin-hogar-el-pasado-mes-de-diciembre
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/queremos-conocer-los-dispositivos-para-personas-sin-hogar-en-andaluc%C3%ADa
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/vivir-en-la-calle-la-situaci%C3%B3n-de-las-personas-sin-techo-en-andaluc%C3%ADa
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/consigue-una-ayuda-municipal-para-la-mejora-de-su-casa
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Cáritas y otras organizaciones, y que acuden a los Servicios Sociales para que puedan tramitarse alguna 
ayuda de emergencia.

Esta situación de falta de financiación de los Servicios Sociales, puede, no obstante, empeorar, ya que 
la aprobación de la Ley 27/2013, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local, 
creemos que va a suponer una pérdida de competencias de los ayuntamientos en la atención inmediata 
de personas en situación o riesgo de exclusión social. 

No cabe duda que si se pretende hacer efectivo un vaciamiento de competencias municipales a favor de 
las CC.AA. se tendrán que llevar a cabo traspasos de servicios materiales y de personal de dimensiones 
importantes, y supondrá redefinir por completo el modelo de Servicios Sociales con unos costes de 
transacción que más que un ahorro pueden conllevar un crecimiento inusitado del gasto. Y todo, para 
finalmente “delegar” la prestación de tales servicios en los municipios o en las diputaciones. 

Entendemos que la proximidad de las Entidades Locales a los ciudadanos y ciudadanas es un buen criterio 
de asignación de competencias, pues los problemas y necesidades especificas de las personas más 
desfavorecidas se atienden con mayor calidad en el ámbito más local posible. 

Este principio, que reconocen todos los expertos, debería ser compatible con el debido rigor en las cuentas 
públicas así como con los controles de las Entidades superiores que financian estos programas.

Esperamos no obstante, que la sensatez y el sentido común impere pues en el contexto tan duro de 
crisis económica que estamos viviendo, los servicios sociales de carácter municipal son uno de los pilares 
fundamentales que palia, o cuando menos, mejora una situación social que puede derivar en un contexto 
explosivo si no se adoptan medidas para su contención y corrección.

Asimismo, confiamos en la próxima aprobación de la Ley de Servicios Sociales de Andalucía que sirva para 
afianzar y garantizar derechos, una buena financiación de esos servicios y que se aseguren prestaciones 
sociales.

A este respecto, recibimos una queja del Consejo Andaluz de Trabajo Social sobre el desmantelamiento 
de los servicios sociales de Cádiz (queja 14/3746), sobre la falta de financiación y personal de los mismos. 
En la misma, la presidenta del Consejo Andaluz de Trabajo Social nos exponía que el incremento en la 
demanda de este servicio había sido notorio en los últimos años, dada la situación actual de grave crisis 
económica, paro laboral y desajustes convivenciales en las unidades familiares gaditanas. 

Hasta ahora se había podido mantener la cohesión social gracias a los recursos existentes propios del 
Ayuntamiento, de otras administraciones, y ONGs,- que, aunque insuficientes para dar respuestas adecuadas 
a todas las necesidades sociales, vienen siendo los que permiten a las personas y unidades familiares 
mantener unos mínimos de subsistencia y convivencia normalizada.

En el mes de junio, el Ayuntamiento de Cádiz prescindió de más de una veintena de trabajadores de los 
Servicios Sociales Municipales adscritos al Plan Concertado para las Prestaciones Básicas, (9 trabajadores 
sociales, 13 auxiliares administrativos, 1 animador socio-cultural y 1 técnico en prevención), lo que 
irremediablemente afectaría a los programas y servicios ya de por sí insuficientes.

Según la prensa, esta medida se fundamentaba por el desconocimiento de la partida presupuestaria que 
financiaría la CCAA para dicho Plan para el ejercicio 2014; y basándose además en la argumentación, que 
es la Junta de Andalucía la que había de asumir al 100% el ejercicio de las competencias en materia de 
servicios sociales.

En el curso de la tramitación solicitamos informe tanto al Ayuntamiento de Cádiz como a la Consejería de 
Igual, Salud y Políticas Sociales, de cuyas respuestas hemos dado traslado a la interesada para oír alegaciones. 
Del resultado final de nuestras actuaciones daremos cuenta en nuestra Memoria Anual de 2015.

Hemos detectado por las quejas de los ciudadanos que muchas veces no puede darse satisfacción a las 
demandas de las familias. Recibimos denuncias sobre “prestaciones económicas insuficientes para atender 
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necesidades”, “retrasos en la atención ante la enorme demanda existente”, falta de recursos humanos y 
económicos y ayudas limitadas en el tiempo (queja 14/3147, donde se queja de la falta de números para 
ser atendidos o la queja 14/3601 donde el propio Ayuntamiento nos manifestaba que se estaba dando 
citas para dos meses).

Es común las peticiones que nos hacen de personas con menores que solicitan nuestra intervención; 
ejemplo de ello es una ciudadana que en la queja 14/1492 nos exponía que “mi situación es precaria, 
dado que no soy perceptora de ninguna prestación por desempleo ni de ningún tipo de ingreso, precisando 
disponer de recursos para atender las necesidades de sustento de mis hijas”. El Ayuntamiento nos contestó 
que se le había hecho entrega de ayuda de emergencia social en especie en concepto de alimentación e 
higiene y que en la Comisión de Programa de Prestaciones Complementarias se había tramitado ayuda 
en concepto de deuda de comunidad en cuantía 300 euros y de adquisición de vestimenta básica por 
200 euros.

Es por ello que no podemos dejar de señalar, igualmente, el esfuerzo por intentar paliar estas circunstancias 
por parte de las Entidades Locales, así por ejemplo en la queja 13/4885 de una familia sin ningún tipo de 
ingresos, el ayuntamiento nos contestaba que a pesar del índice de paro de la población, que es más del 
34%, y que existen más de 1000 familias padeciendo estas circunstancia, desde la Corporación, además 
de los programas sociales y de ayudas de solidaridad alimentaría, ofrecían pequeños períodos de trabajo 
en el plan de choque a través de la Junta de Andalucía, situación que se repite en muchas quejas y donde 
los ayuntamientos además de llevar a cabo estas ayudas sociales intentan ofrecer un puesto de trabajo 
aunque sea de manera temporal.

Por tanto, como señalábamos en nuestra Introducción, tenemos que destacar los esfuerzos que desde 
la Administración se han impulsado en estos años para paliar en parte los efectos que la crisis está 
produciendo en Andalucía, como ha sido el Plan Extraordinario de Acción Social y el Plan de Inclusión a 
través del Empleo del Decreto 8/2014. 

También es de justicia señalar la importante labor que están realizando en esta lucha contra la exclusión 
el Banco de Alimentos, Cáritas, Cruz Roja y el resto de Entidades del Tercer Sector.

CAPÍTULO 01.IV EDUCACIÓN

01.IV.1 
Enseñanza no universitaria
01.IV.1.4 
Instalaciones escolares

Siendo el mismo contexto de crisis económica en la que nos encontramos desde hace ya siete años, 
los problemas que afectan a las infraestructuras educativas y a su conservación y mantenimiento han 
seguido repitiéndose durante el ejercicio de 2014.

Insuficiencia presupuestaria para acometer las obras de construcción de los necesitados nuevos 
centros docentes, o la misma carencia de medios económicos de los ayuntamientos para realizar las 
intervenciones necesarias, dan como resultado el que en las quejas que hemos recibido en este último 
año se ponga de manifiesto la incapacidad de las administraciones educativas, en algunos casos, para 
poder ofrecer las soluciones adecuadas y, con ello, la de procurar los medios imprescindibles como para 
que el derecho a la educación se ejerza o se desarrolle en las condiciones de calidad que son exigibles.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/los-servicios-sociales-municipales-atendieron-la-demanda-de-ayuda-econ%C3%B3mica-para-una-familia
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En parte, el problema relacionado con la incapacidad de poder hacer frente a la construcción de nuevos 
centros docentes o a la ampliación de los ya existentes se viene solventando con la instalación provisional 
de las denominadas comúnmente “caracolas”.

En otros Informes ya nos habíamos referido a esta cuestión, señalando que, si bien en un principio es una 
solución óptima para resolver las necesidades de escolarización inmediatas, lo que no debiera suceder, y 
sí sucede, es que dichas instalaciones provisionales se convierten en definitivas, entendiéndose por tales 
aquellas, como en algún caso ocurre, que llevan dando servicio 10, 15 y hasta 20 años.

Según datos proporcionados por la propia Consejería de Educación, Cultura y Deporte, y de los que esta 
Institución ha tenido conocimiento, durante el curso pasado han sido más de 8.700 alumnos y alumnas 
los que han recibido sus clases en las 325 aulas prefabricadas repartidas por todo el suelo andaluz. Es 
cierto que en el total de equipamientos educativos supone un bajo porcentaje, si bien no se puede admitir, 
como decimos, ni la perpetuación en el tiempo de su uso, ni la única solución a la que, según parece, se 
está acudiendo para paliar la necesaria construcción o ampliación de algunos centros docentes.

Hemos insistido muchas veces en que se ha de reconocer el esfuerzo presupuestario que se está realizando 
por parte de la Consejería competente en la difícil coyuntura económica en la que nos encontramos, 
si bien no puede bajarse la guardia recurriendo a soluciones que, a largo plazo, supondrán el haberse 
invertido mayores recursos de los necesarios, puesto que las soluciones “intermedias” son, en definitiva, 
un gasto extra que en la medida de los posible debe ser evitado.

En cuanto a las dificultades con las que se vienen encontrando la mayoría de ayuntamientos para hacer 
frente a sus obligaciones de mantenimiento y conservación de los colegios de educación infantil y primaria, 
la situación es igualmente grave, de manera que pequeñas incidencias, que en principio podrían ser 
solucionadas con intervenciones de escasa complejidad y presupuesto, debido a que, en alguno de los 
casos, ni tan siquiera se pueden acometer en el momento debido, con el tiempo se terminan convirtiendo 
en auténticos problemas que a veces llegan a afectar a la propia infraestructura. Es entonces cuando, 
además, surge el problema –ampliamente comentado en otros Informes- de determinar a cuál de las 
Administraciones educativas competentes corresponde su solución y, en definitiva, a dilatarse nuevamente 
en el tiempo la resolución de los problemas.

No obstante, también hay que señalar que, en ocasiones ocurre lo contrario, es decir, intervenciones 
que claramente han de ser ejecutadas por parte de las respectivas Delegación Territoriales y que ante la 
falta de respuesta por parte de éstas, terminan siendo acometidas por el propio ayuntamiento, el que 
con posterioridad se ve obligado a solicitar el resarcimiento de los gastos realizados.

Como ejemplo del retraso que se sufre en la ejecución de obras de construcción de nuevos centros 
docentes, citamos la queja 14/1386. En este caso, a través de las noticias que se venían publicando en los 
primeros días del mes de abril de 2014, pudimos tener conocimiento de las medidas de presión que habían 
sido adoptadas por los padres y madres del alumnado de un colegio de la localidad sevillana de Mairena 
del Alcor, con el objetivo de que se procediera a construir la segunda fase de dicho centro educativo.

Según leíamos, dichas obras acumulaban ya cuatro años de retraso, resultando que, además, el proyecto 
inicialmente redactado había de ser modificado para ser adaptado al vigente código técnico de edificación, 
lo que supondría aún mayor retraso en el inicio de las obras correspondientes.

A estas cuestiones de carácter técnico se sumaba, por otro lado, la cuestión presupuestaria, habiéndose 
advertido por el entonces Ente Público de Infraestructuras y Servicios Educativos en Sevilla (ISE-Andalucía) 
la lentitud administrativa que conllevaría habilitar la partida presupuestaria necesaria para poder realizar 
la adaptación del proyecto y, posteriormente, la licitación, adjudicación e inicio de las obras.

Afortunadamente al poco tiempo de iniciar nuestras actuaciones, la Delegación Territorial de Educación, 
Cultura y Deporte de Sevilla nos informó de que el principal motivo del reconocido retraso -la adaptación 
del proyecto inicial a las exigencias del vigente código técnico- había quedado superado durante el mes 
de mayo, por lo que quedaba entonces ya pendiente tan sólo la licitación de la obra y su adjudicación.

http://defensordelmenordeandalucia.es/content/tras-cuatro-anos-retraso-pendiente-inicio-de-obras-de-la-2-fase-de-un-colegio
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Respecto a la dificultad de los ayuntamientos para llevar a cabo las mínimas intervenciones en el 
mantenimiento y conservación de los edificios escolares y, como consecuencia de ello, los problemas 
que finalmente terminan afectando a la infraestructura, aludimos a la queja 14/5522. En esta ocasión, 
a finales del mes de noviembre de 2014, aparecía en la prensa una noticia relativa al desplome del techo 
del aula de Informática que se había producido días antes en un colegio de Priego de Córdoba. Según 
parecía, dado que el techo ya presentaba peligro de derrumbe, el aula estaba clausurada, por lo que 
se evitaron los graves daños personales que se podrían haber causado de encontrarse el alumnado en 
dichas instalaciones.

Comprensiblemente, este suceso había indignado a los padres y madres, así como a los propios vecinos, 
añadiéndose la disputa entre las administraciones educativas autonómica y local en cuanto a la posible 
responsabilidad y en cuanto a proceder a evaluar y subsanar los daños causados.

Así, mientras que la Junta de Andalucía mantenía que en su día se procedió al arreglo de parte de la 
techumbre y el problema había surgido por el nulo mantenimiento llevado a cabo por parte del municipio, 
de ahí las filtraciones que habían podido ocasionar el derrumbe, por el contrario, la Corporación municipal 
aseguraba que fue ella la que hubo de hacer una modificación presupuestaria para poder acometer los 
correspondientes arreglos.

No obstante, lo cierto era que ambas administraciones habrían de realizar cuantas actuaciones fueran 
necesarias, tanto para investigar las causas del derrumbe, como para asumir su arreglo y acondiciona-
miento para que el alumnado, que en definitiva era el mayor perjudicado, pudiera contar con dichas 
instalaciones lo antes posible.

Por esta razón, nos dirigimos a ambas administraciones, requiriéndoles para que nos informaran de la 
causa del desplome y de las medidas que se hubieran de adoptar en orden a realizar las intervenciones 
necesarias que permitieran nuevamente el uso del aula en cuestión.

Muy recientemente hemos recibido sendas respuestas y ninguna de ellas, al menos de momento, asume 
la responsabilidad de lo ocurrido, lo que hará que nuevamente intervengamos en el asunto.

Finalmente, señalar la queja 13/1817, recogida en nuestro anterior Informe Anual. Recordar que se 
trataba de fomentar la coordinación entre la Administración autonómica y la Administración local para 
determinar la responsabilidad de cada una de ellas en el arreglo y mantenimiento de servicios de un 
colegio. El fundamento de esta demanda –que ha sido aceptada por las administraciones interpeladas- se 
basa en el artículo 4 de la Ley 30/1992, de 26 de Noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en cuanto a que los principios que han de regir 
en las relaciones interadministrativas han de ser los de lealtad institucional, la obligación de prestar la 
cooperación necesaria para el eficaz ejercicio de las competencias administrativas, solicitar y prestar 
asistencia cuando le es requerida por otra Administración para la ejecución de sus competencias, facilitar 
la información que se le requiera y, facilitar y contribuir a la toma de decisiones conjuntas en aquellos 
asuntos que así lo exijan en aras de una actividad administrativa más eficaz.

http://defensordelmenordeandalucia.es/content/desplome-del-techo-de-un-aula-educativa-objeto-de-nuestra-actuacion-de-oficio
http://defensordelmenordeandalucia.es/content/pedimos-que-se-instale-una-nueva-caldera-en-el-colegio-y-se-arreglen-otras-deficiencias


INFORME ANUAL dPA 2014 / Separatas Temáticas02. administraciones locales 18

CAPÍTULO 01.V EMPLEO PÚBLICO, 
TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL

01.V.2.1 
Acceso al empleo público
					   
01.V.2.1.1
Eliminación del límite de edad en el acceso a Policía Local	

Como quiera que a lo largo de estos últimos años ha sido una constante el planteamiento discrepante con 
el establecimiento de una edad límite para acceder a los Cuerpos de Policías Locales de Andalucía, fijado 
en la norma andaluza en los 35 años (Decreto 201/2003), límite que en el 2007 se contradice con el tope 
de edad establecido con carácter general en el art. 56.1 del Estatuto Básico del Empleado Público (EBEP), al 
establecerlo en relación a “la edad máxima de jubilación forzosa”, salvo que por ley se establezca otra edad 
máxima, por esta Institución se decidió analizar dicha cuestión en la actuación de oficio queja 14/5531.

A este respecto, si bien el Tribunal Supremo ya había declarado, en 2011, nulo el establecimiento de límite 
de edad en relación al Cuerpo Nacional de Policía, al establecerse dicho límite en una norma de rango 
reglamentario, en 2014 y con un carácter general, el Tribunal de Justicia Europeo viene a declarar contrario 
al Derecho de la Unión Europea el establecimiento de un límite de edad para los Cuerpos de Policía Local 
por una ley autonómica (al caso la ley asturiana que lo fijaba en 30 años).

De este modo, la instancia judicial europea viene a reconocer que si bien algunas de las funciones de agente 
de la Policía Local (protección de las personas y bienes, la detención y custodia de los autores de hechos 
delictivos, etc.) pueden requerir capacidades físicas específicas, éstas no están necesariamente vinculadas a 
un grupo de edad determinado que no pueda darse en personas que hayan superado determinada edad. 
Desde dicha perspectiva, nada permite afirmar que el objetivo legítimo de garantizar el carácter operativo 
y el buen funcionamiento de este de seguridad, exija mantener una determinada estructura de edad en 
su seno, que imponga seleccionar exclusivamente a aspirantes conforme a ello.

Es más, constatamos cómo, en la actualidad, ciertas personas de edad acreditan su participación en 
competiciones deportivas de élite, mostrando unas condiciones físicas,  incluso muy superiores a las que 
son ordinarias en personas más jóvenes, por lo que el establecimiento de límite de edad para el acceso a 
los cuerpos de las Policías Locales de Andalucía, estaría restringiendo el derecho a acceder a las funciones 
y cargos públicos sin causa razonable y objetiva, contraviniendo los artículos 23 y 14 de la Constitución, el 
artículo  6 de la Directiva comunitaria 2000/78, y al  propio articulo  56 del EBEP.

Dejando a un lado la cuestión relativa al principio de reserva de ley para establecer un límite de edad, lo 
cierto es que en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía es una norma reglamentaria la que 
ha venido a especificar este requisito en el citado Decreto de 2003, norma que goza de la presunción de 
legalidad y, por tanto, de obligado cumplimento en las bases de las convocatorias que se efectúen para 
el acceso a los Cuerpos de las Policías Locales de Andalucía.

Así pues, tras esta secuencia de jurisprudencia nacional y europea descrita, esta Institución ha podido 
constatar cómo en los sectores afectados se reabre el dilema sobre si se está justificado mantener un 
límite máximo de edad para el acceso al especifico Cuerpo de Policías Locales en Andalucía, y si no habría 
llegado el momento para suprimir dicho límite, en aras de la aplicación efectiva de los principios de igualdad, 
mérito y capacidad en el acceso a la Función Pública establecido en el art. 103.2 de nuestra Constitución 
en relación con el art. 23 y 14 de la misma.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/actuamos-de-oficio-ante-la-eliminaci%C3%B3n-de-edad-para-el-acceso-polic%C3%ADa-local
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Por otro lado, constatábamos cómo actualmente la práctica totalidad de las convocatorias de las plazas 
omite en sus bases dicha exigencia de edad límite, bases que si bien contravienen la normativa autonómica 
(art. 18 del Decreto 201/2003), resultan ajustadas a los principios constitucionales y a los principios de 
la Unión Europea, motivo por el cual promovimos una actuación de oficio ante la Consejería de Justicia 
e Interior, en orden a que desde dicha instancia departamental se promueva las acciones oportunas y, 
en su caso, adoptar, la modificación reglamentaria que elimine la limitación de edad para el acceso a los 
Cuerpos de las Policías Locales de Andalucía, postulación sobre la que actualmente estamos pendiente 
de respuesta por parte de dicho Departamento.

Por la Consejería de Justicia e Interior se manifiesta su voluntad de proceder a una modificación de la 
Ley 13/2001, de 11 de diciembre sobre este extremo, para ulteriormente proceder a la modificación y 
adecuación del Decreto 201/2003.

Por otro lado se ha publicado en la página web de la Consejería nuevo modelo de “Bases-tipo” de convocatoria 
de acceso a estos Cuerpos eliminando el requisito de límite máximo de edad.

CAPÍTULO 01.VI IGUALDAD DE GÉNERO

01.VI.2.5 
Administración Tributaria
En esta materia, en las quejas que nos presentan, la problemática suele estar relacionada con la reclamación 
por las entidades locales, del pago de tributos, tasas etc, a mujeres separadas o divorciadas, por el impago 
del obligado abono de las mismas a sus ex parejas sentimentales y tras haberse producido su separación 
o divorcio.

A este respecto, de acuerdo con lo establecido en el art. 63 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de 
marzo, por el que se aprobó el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, son sujetos 
pasivos del Impuesto de Bienes Inmuebles, a título de contribuyentes, las personas naturales y jurídicas 
que ostenten la titularidad del derecho que determina la existencia del hecho imponible de este impuesto.

En aplicación de las previsiones normativas básicas al respecto, es lo normal que las ordenanzas fiscales 
reguladoras de los tributos, en los casos de matrimonio en régimen de gananciales, consideren como 
obligados tributarios a cualquiera de los dos cónyuges, que están sujetos por igual a pagar la totalidad del 
recibo que se puede emitir a nombre de los dos.

Esta situación sólo cambiaría si se pusiese fin a la sociedad de gananciales, en cuyo caso pasaría a ser 
obligado tributario quien resultase adjudicatario de los inmuebles sujetos a tributación o la persona a la 
que se atribuya el hecho imponible de que se trate.

Por tanto, en el caso de que se trate de los impuestos que gravan los bienes inmuebles y en el supuesto 
de que exista una resolución judicial en el proceso de separación o divorcio que atribuya al ex-marido, 
como medida provisional, la obligación de atender la deuda tributaria derivada de la titularidad del 
inmueble, no cambia para la mujer su condición de obligada tributaria respecto al Ayuntamiento de que 
se trate, ya que sigue siendo propietaria del inmueble al no haberse disuelto la sociedad de gananciales.

Una vez disuelta la sociedad de gananciales, el cambio de obligado tributario, deberá ser comunicado a 
la Administración Tributaria, para que el nuevo titular asuma sus obligaciones de pago al respecto de los 
tributos de aplicación al bien inmueble del que haya asumido la titularidad, pudiendo la otra parte, solicitar 
su baja en los registros correspondientes y en los padrones y matrículas fiscales de la Administración 
Tributaria correspondiente. Los efectos pertinentes se producirán a partir del 1 de enero del ejercicio 
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siguiente a aquel en que se solicita tal baja, pues lo normal es que los tributos aplicables al respecto se 
devenguen en esa fecha.

A título de ejemplo, destacamos la quejas 13/6612 y 14/1044, esta última presentada por una mujer que 
nos manifestaba que se había visto forzada a una separación matrimonial por violencia de género, que 
conllevó el abandono urgente de su domicilio y sus pertenencias y su acogida en un centro de la Junta 
de Andalucía. Entre las pertenencias abandonadas se encontraba un vehículo que era de su propiedad 
pero que utilizaba habitualmente su expareja. 

Años después de estos hechos, recibe reclamación de cantidad del Ayuntamiento de Coria (Cáceres) por 
impago del Impuesto Municipal de Vehículos de Tracción Mecánica. Tras muchas dificultades consigue 
dar de baja al vehículo en la Jefatura Provincial de Tráfico, pero no consigue que el Ayuntamiento acepte 
eximirle del pago del tributo.

El expediente de queja fue trasladado a la Defensora del Pueblo del Estado al afectar a un Ayuntamiento 
de la Comunidad Autónoma de Extremadura, que carece de Defensor del Pueblo autonómico.

También podemos citar la queja 14/969, en la que una mujer denunciaba que debía afrontar el pago 
de unos tributos municipales al haber omitido su ex marido su deber de cambiar la titularidad de los 
mismos tras la separación de bienes consecuencia de su acuerdo de divorcio.

La interesada nos informaba que el Ayuntamiento de Almuñécar le había pasado al cobro en vía de 
apremio, mediante el Servicio Provincial Tributario de Granada, una deuda liquidada por IBI de 2007 
por un local dedicado a restaurante que fue de su titularidad hasta el año 2006 y también le reclamaba 
tasas por ocupación de vía publica de los ejercicios de 2007 y 2008, derivados del mismo local. Según 
explicaba, el restaurante fue adquirido constante matrimonio y era gestionado desde hacía varios años 
por su exmarido, tras adjudicársele la titularidad del mismo mediante acuerdo de separación. 

El problema surge al no haberse realizado el cambio de titularidad por el ex marido y no abonar éste los 
tributos y tasas municipales, lo que determinó que la Administración Tributaria le pretendiera embargar 
a ella por tales impagos.

La interesada señalaba que en octubre de 2008 comunicó el cambio de titularidad a la Administración 
Tributaria Municipal por lo que desconocía las razones por las que la misma no tuvo en cuenta tal extremo 
y le volvía a liquidar por tales conceptos tributarios.

Tras dirigirnos a la administración municipal de Almuñécar, se nos remitía informe indicándonos que se había 
procedido mediante Resolución de la Alcaldía a la devolución de las cantidades ingresadas indebidamente 
por ocupación de vía pública con mesas y sillas, correspondientes a liquidaciones de los ejercicios de 2008 
y 2009, certificándose por otro lado que la interesada figuraba sin deudas activas a su cargo en aquella 
Administración; razón por la que dimos por finalizadas nuestras actuaciones al considerar aceptadas las 
pretensiones de la promovente de queja.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/el-ayuntamiento-le-devuelve-un-dinero-cobrado-indebidamente
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CAPÍTULO 01.VII Justicia, Prisiones, 
Política Interior y Extranjería	

01.VII.2.4 
Política Interior

... Dentro de la denominación de Política Interior englobamos los asuntos tramitados que afectan a cues-
tiones referidas a la seguridad ciudadana, protección civil y sistemas de emergencias. También tratamos 
en este epígrafe las acciones públicas de asistencia a las víctimas de delitos, deteniéndonos, en particular, 
en las ayudas a víctimas de terrorismo establecidas por la Comunidad Autónoma.

En esta materia, durante 2014, hemos querido volcar una especial atención a un servicio público delicado 
y esencial como es el salvamento y extinción de incendios. Esta es una de las materias que, ciertamente, 
no reflejan un número de quejas especialmente desarrollado. Más bien son aspectos que, de manera 
cuantitativa, quedan un tanto reducidos a la hora de acoger las quejas de la ciudadanía, pero no por ello 
el Defensor del Pueblo Andaluz permanece ajeno ni, menos aún, desatento a estas delicadas cuestiones.

Precisamente este ánimo impulsor del mejor funcionamiento de estos servicios fue el principal motivo 
que explicó la decisión de incoar de oficio la queja 14/376, relativa al incendio que se produjo en un 
hotel de la estación de invierno de Sierra Nevada en enero de 2014. Pretendimos aportar claridad a las 
aparentes discrepancias sobre las condiciones en las que se pudo abordar la operación de extinción del 
incendio de hotel y que resultaban contradictorias en cuanto a las dotaciones organizadas en la estación 
para estos menesteres, los tiempos de respuesta y otros aspectos que se suscitaron con motivo de este 
grave incidente, en el que, afortunadamente, no se produjeron víctimas, pero sí la destrucción completa 
del establecimiento.

La queja de oficio la abrimos dirigiéndonos a las administraciones que podían ofrecer la información más 
relevante sobre la organización del servicio de extinción de incendios en Sierra Nevada. Nos dirigimos a 
la delegación de gobierno en Granada, Diputación Provincial y al propio ayuntamiento de Monachil, en 
cuyo término municipal radica la estación de invierno. A la vista de las respuestas ofrecidas, destacamos 
dos aspectos esenciales: que el servicio es de responsabilidad local, prestado por el consorcio provincial 
de bomberos de Granada y, a su vez, que el espacio de Sierra Nevada arrastra unas necesidades muy 
delicadas para dotarlo de los mecanismos de prevención de riesgos y atención de siniestros de este tipo.

La posición del Defensor del Pueblo Andaluz se formalizó en una resolución que pretendía aportar el 
criterio de la Institución sobre la organización de este servicio que, nos ha parecido, en todo momento, 
merecedor de un tratamiento singular; al menos tan especial como las peculiaridades que presenta 
el núcleo de la estación de Sierra Nevada. Y el elemento clave que encontramos en las informaciones 
recibidas es la asignación específica de las emergencias de extinción de incendios y salvamento a las 
dotaciones del Parque de Bomberos Sur de la ciudad de Granada. Esto exige un desplazamiento en 
torno a 35 kilómetros de distancia, a través de la carretera A-395. Hablamos de una vía de montaña -alta 
montaña- de marcado desnivel, trazada con alta presencia de curvas, amenazada por las inclemencias 
del tiempo propio de altitudes que alcanzan los 2.000 metros y una capacidad importante de generar 
una seria densidad circulatoria. 

Y consideramos que atribuir al Parque de Bomberos Sur de Granada estos servicios para Sierra Nevada 
fue en su momento la mejor de las decisiones posibles, aunque probablemente ya no resulte la idónea. Es 
decir, a falta de nuevas opciones, la solución más coherente pasa por acercar las dotaciones de respuesta 
a su lugar de destino para mejorar las garantías de una cobertura válida. 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/pedimos-la-creaci%C3%B3n-de-un-servicio-operativo-de-extinci%C3%B3n-de-incendios-y-salvamento-en-sierr
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La Institución de Defensor del Pueblo Andaluz ha de perseguir precisamente la mejor de las soluciones, 
aun a costa de arriesgar la formulación de medidas que resulten complejas en un escenario actual de 
dificultades para disponer recursos que puedan generar gasto. Pero, sobre esa dificultad, debemos 
ayudar a encontrar nuevas soluciones. Por ello, la resolución recomendaba “la adopción de un plan de 
emergencia local y actualizado de intervención que incluya de manera singular las necesidades del escenario de 
la Estación de Sierra Nevada”.

Y además, sugerimos a la Junta de Andalucía y la Diputación Provincial de Granada para que promuevan “el 
estudio de acercar las dotaciones de respuesta a su lugar de destino para mejorar las garantías de una cobertura 
válida mediante la creación de servicios operativos de extinción de incendios y salvamento en el núcleo residencial 
de Sierra Nevada con la instalación de los medios materiales técnicamente necesarios y con la dotación del equipo 
de profesionales adecuado, a través de la actualización formal de los mecanismos de prevención y planificación”.

Las respuestas recibidas de las tres administraciones implicadas denotan más compromiso que 
coordinación. El ayuntamiento explica que carece de los medios y recursos para ello, por más que 
reconoce la oportunidad de contar con un plan específico para el núcleo de Sierra Nevada. La Junta 
de Andalucía destaca el ámbito local de la responsabilidad de la prestación del servicio y comunica la 
financiación ofrecida para ejecutar y dotar un nuevo parque de bomberos, sin poder intervenir en los 
medios personales. Y la Diputación sí nos informa de varias medidas; por un lado, explica la adquisición 
de dos vehículos específicos y añade el proyecto de remodelación y mejora del actual edificio que acoge 
estos medidos en la propia estación. 

En todo caso, la dotación de bomberos la calcula en trece profesionales siendo inviable disponer de este 
número de efectivos ya que ello supondría dejar sin dotación a otros parques de la provincia. Además 
explican desde la Diputación que no tienen constancia de que ni la Junta ni la entidad CETURSA, gestora 
de la estación, tengan previsto aportar recursos para la puesta en funcionamiento del servicio en Sierra 
Nevada.

Hasta aquí las respuestas que hemos merecido a nuestra resolución. Al menos, nuestra sugerencia de 
elaborar un plan especial ha sido expresamente aceptado por las partes y el propio ayuntamiento de 
Monachil informaba de su iniciativa de organizar una reunión específica para abordarlo. Confiamos, 
en todo caso, que la intervención que pusimos en marcha con la apertura de la queja de oficio haya 
despertado acciones de mutua comunicación y coordinación para la mejor organización, de entre las 
posibles, de este servicio de salvamento y extinción de incendios en Sierra Nevada.

En la misma línea temática de intervención podemos situar también la apertura de oficio de la 
queja 14/5570, sobre la organización del servicio de bomberos para la localidad de Arahal (Sevilla), 
debido también a un grave siniestro que se produjo en noviembre de 2014 en el que perecieron cuatro 
personas y que despertó, igualmente, una polémica en torno a la capacidad de respuesta efectiva del 
servicio, tal y como está organizado en este municipio. 

Para atender este tipo de emergencias las dotaciones técnicas de extinción y salvamento están asignadas 
al Parque de La Campiña que se encuentra en Écija, dotado con bomberos profesionales que disponen 
de una dotación propia de servicio de extinción de incendios con las características y servicios acordes 
para atender un siniestro de la entidad del reseñado.

Pero, más allá del debate sobre las circunstancias del caso y de la idoneidad de los servicios que inter-
vinieron en este siniestro, esa Institución se interesa por los valores de seguridad y prevención que están 
especialmente en juego para la seguridad de las personas, bienes y la protección general de esta localidad 
sevillana. Hablamos de una localidad caracterizada por una distancia de 60 Km. (en torno a 45 minutos) 
de Écija; de 75 Km. hasta Fuentes de Andalucía (56 minutos.); o de 31 Km. (25 minutos) hasta Alcalá de 
Guadaira. Precisamente, según las informaciones ofrecidas, el servicio de atención de incidencias de 
Arahal está integrado en la zona de La Campiña que asigna los servicios, preferentemente, al Parque de 
Bomberos de Écija.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/nos-interesamos-por-la-organizaci%C3%B3n-del-servicio-de-bomberos-en-arahal
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A falta de concluir la tramitación de este expediente, sí permanecemos atentos a este tipo de incidencias 
y, sobre todo, a procurar ir más allá de cada siniestro concreto, y detenernos mejor en un compromiso 
de prevención y de seguridad anticipada para luchar contra estos terribles incidentes. De hecho, los 
problemas relacionados con los servicios de bomberos han estado presentes en otras quejas como la 
queja 14/5511 sobre el funcionamiento del Parque de Bomberos de Sanlúcar de Barrameda (Cádiz) o en 
la queja 13/6452, referido al servicio en Villafranca y Los Palacios (Sevilla) ...

CAPÍTULO 01.VIII MEDIO AMBIENTE

01.VIII.2.1 
Contaminación acústica

01.VIII.2.1.1
Contaminación acústica en el espacio urbano

01.VIII.2.1.1.1
Los efectos de la contaminación acústica por 
los establecimientos de hostelería

Como ejemplo de las molestias que sufre la ciudadanía por esta cuestión y que tantos y tantos problemas 
genera a los vecinos, mencionamos las quejas tramitadas en distintas poblaciones de Andalucía, pero 
que han adquirido una relevancia especial este año en la ciudad de Sevilla, como consecuencia de la 
extraordinaria presencia en los medios de comunicación de noticias alusivas a este problema y por las 
quejas y denuncias de la ciudadanía, basadas en la contaminación acústica provocada por la concentración 
de personas en determinados establecimientos de hostelería y su entorno. 

Así, la queja 12/6643, que presentó una asociación vecinal de la Plaza del Salvador, en Sevilla, en la que 
solicitaba la adopción, por parte del Ayuntamiento, de un plan específico para la zona y su entorno. La 
Secretaría Técnica de la Policía Local nos envió un informe (que habían trasladado a la Dirección General 
de Medio Ambiente del Ayuntamiento) en el que se incluía, además de todos los establecimientos 
denunciados, una larga lista, siendo así que nada más que en esta zona habían sido denunciados, por 
distintos motivos, 17 locales, siendo por el contrario los cumplidores un total de 9.

Las denuncias afectaban a las siguientes cuestiones: permitir consumo de bebidas fuera de los locales 
autorizados para ello; instalación de veladores, mesas, etc., sin autorización; carecer de licencia de apertura. 
Sobre esta última, que estimamos es una infracción que reviste especial gravedad, había 5 locales.

El informe de la Policía Local exteriorizaba la realización de actividades al margen del derecho por parte 
de numerosos locales de hostelería que parece se hayan acostumbrado a que la respuesta, una y otra 
vez, a sus vulneraciones de la normativa, según hemos podido verificar fehacientemente en numerosos 
expedientes de queja tramitados por esta Institución, es, en la práctica, nula a efectos de impedir, de 
manera responsable y ejemplar, que los derechos de la ciudadanía se vulneren de forma contumaz. Esto 
lo decimos porque en la mayoría de las quejas tramitadas se evidencia que ni en las sanciones se tienen 
en consideración aspectos tales como la reincidencia, ni, por supuesto, terminan por ejecutarse.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/pedimos-m%C3%A1s-vigilancia-y-control-ante-ruidos-de-veladores-y-aparcamientos-irregulares
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Todo ello motivó, como es habitual en estas quejas, que formuláramos al Ayuntamiento un Recordatorio 
de deberes legales del cumplimiento de la normativa contra contaminación acústica, una Recomendación 
sobre mayor presencia de la policía local en la zona para evitar los comportamientos que justificaron la 
actuación del Defensor del Pueblo Andaluz y una Sugerencia para que, previa audiencia de las asocia-
ciones o entes que representen a los vecinos de la zona, se valore la conveniencia de aprobar un plan 
de actuación conjunta o unitaria para esta zona, tratando de dar una respuesta uniforme a la diversa 
problemática que lleva años padeciéndose. 

Como respuesta, el Ayuntamiento de Sevilla nos trasladó el informe de la Policía Local en el que valoraba 
especialmente la sugerencia de aprobar un plan de actuación conjunta. Sin embargo, somos conscientes 
de que el problema, a la fecha de cierre de esta queja, estaba lejos de ser resuelto.

En la queja 13/4065, se dirigió a nosotros una residente en la calle Arfe, también de Sevilla, denunciando 
los elevados niveles de ruido que emiten los locales de ocio y hostelería ubicados en dicha calle, tanto 
por su propia actividad y la aglomeración de clientes a sus puertas, como por las, a su juicio, insuficientes 
medidas adoptadas por el Ayuntamiento para disminuir el nivel de contaminación acústica de esta zona. 

El problema de ruido provocado por algunos locales de hostelería de esta calle, que permiten el consumo 
de bebidas en el exterior, y el exceso de ruido en sus instalaciones es ampliamente conocido en Sevilla. 
Hecho éste que llama la atención teniendo en cuenta que, según el Servicio de Proyectos y Obras de la 
Gerencia de Urbanismo del citado Ayuntamiento, en la calle Arfe los únicos establecimientos que tenían 
autorización para veladores eran dos. 

En el escrito de alegaciones, la promotora de la queja nos trasladaba su “indignación” por el hecho de 
que cuando se realiza una inspección, en lugar de llevarse a cabo cualquier fin de semana en los que 
habitualmente esta zona es multitudinariamente visitada y se encuentra a pleno rendimiento de ruidos 
y actividades, se hizo un sábado de finales del mes de junio cuando la actividad de estos locales era 
mínima o incluso alguno estaba cerrado.

Tras solicitar y recibir los informes oportunos, procedimos a su valoración, llegando a la conclusión de 
que la especial complejidad de esta situación, requieren de un conjunto de actuaciones que, en el marco 
de las previsiones normativas, tienda a la reducción progresiva de los niveles sonoros existentes.

De ahí que, a la vista de todo lo expuesto, considerásemos que, sin que quede claro y determinado qué 
acciones adicionales a las que ya tiene puestas en práctica el Ayuntamiento de Sevilla se van a realizar para 
disminuir el ruido existente, evaluando el efecto que pueden tener en la contaminación acústica, no sea 
recomendable otorgar una sola licencia más para la implantación de nuevos establecimientos o ampliación 
de las existentes, si tiene la certeza de que con su actividad va a aumentar, directa o indirectamente, el 
ruido actualmente existente en esta zona.

Es por ello que se formuló a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Sevilla Recordatorio del deber 
legal de aplicar de manera efectiva todas las medidas previstas en la declaración de zona acústicamente 
saturada (ZAS) que afecte a la calle Arfe, en aras a lograr la progresiva reducción de los niveles sonoros 
existentes en la misma, de conformidad con lo establecido en el artículo 20 del Decreto 6/2012, de 17 de 
enero, por el que se aprueba el Reglamento de Protección contra la Contaminación Acústica de Andalucía.

Así como una serie de Recomendaciones para que se reforzara la inspección, se tuviera en consideración la 
reincidencia de algunos infractores, se llevara a cabo un seguimiento de los expedientes incoados hasta su 
ejecución y, finalmente, para que antes de conceder nuevas licencias o ampliar las ya existentes respecto de 
los establecimientos de la calle Arfe, se valoraran las consecuencias que tendría sobre los niveles de ruido 
soportados en dicha calle, así como sobre la consecución del objetivo de la progresiva reducción del ruido.

En el listado que nos remitió el Ayuntamiento como respuesta a nuestra resolución se nos daba cuenta 
de las actuaciones seguidas durante todo el 2013 y los primeros meses de 2014, por la Gerencia de 
Urbanismo sobre locales de la calle Arfe. 

En dicho informe se decía, a modo de conclusión, que según la base de datos de actuaciones de las 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/pedimos-el-cumplimiento-de-las-ordenanzas-por-ruidos-en-veladores
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unidades de Policía Local, durante el año 2013 se habían realizado en el Barrio del Arenal un total de 
1.902 servicios (487 informes por servicios realizados y 605 denuncias por infracción a las ordenanzas), 
formulándose además 2.471 denuncias de tráfico. Asimismo, nos informaban que a fecha 4 de febrero 
de 2014 se habían realizado 55 servicios en el Barrio del Arenal, con 32 informes varios y 23 denuncias 
por infracción a las Ordenanzas. 

Pues bien, la interesada de la queja, después de darle traslado de la resolución formulada y de la respuesta 
que nos remitió el Ayuntamiento, mostró su total frustración, sencillamente porque, pese a tales actua-
ciones y la intervención de esta Institución, el problema continuaba y no había visos de que la situación 
cambiara. Su solución exige diálogo con las partes afectadas pero, también, allí donde el consenso no 
puede dar respuesta a la reclamación de los derechos de la ciudadanía, que los poderes públicos asuman 
el compromiso, serio, de hacer respetar el Estado de Derecho.

También dentro del comentario que estamos dedicando a la contaminación acústica, podemos citar la  , que 
presentó un grupo de vecinos de un complejo residencial de la ciudad de Córdoba por ruidos y otro tipo de 
molestias y afecciones de carácter ambiental con motivo de la autorización por parte del Ayuntamiento de 
la apertura de una discoteca en un inmueble ubicado a pocos metros del citado complejo residencial. La 
situación creada era insostenible, singularmente los fines de semana. Esta actividad había sido legalizada, 
a pesar de que se decía que:

“La implantación de una discoteca en una zona residencial implica en todo momento alterar negativamente las 
condiciones medioambientales del entorno, tal como queda demostrado en el presente caso en los informes de 
policía local y en las denuncias y alegaciones suscritas por los vecinos.

No obstante lo anterior, y de acuerdo con lo dispuesto en el Art. 14 del Decreto 297/95, de 19 de diciembre, que 
aprueba el Reglamento de Calificación Ambiental, por esta Oficina Técnica se estima que, exclusivamente en lo 
concerniente a las condiciones en el interior del local, dicha Calificación debería ser FAVORABLE, adecuándose 
la actuación a la normativa ambiental en vigor, debiendo adoptarse en todo momento las medidas correctoras 
impuestas en el expediente”.

Con ello, lo que venía a manifestar el técnico era que, aun reconociendo la afección negativa a las condi-
ciones ambientales que puede generar esta actividad en el entorno, ello por sí mismo no puede impedir 
el otorgamiento de la correspondiente autorización. Así las cosas, inmediatamente la cuestión que se 
plantea es ¿Cómo es posible que, conociendo de antemano un ayuntamiento que se van a generar tales 
problemas ambientales, e incluso de movilidad, si se solicita autorización para esta actividad, prevea en 
el PGOU su compatibilidad con unos usos residenciales cuándo, además, conoce que las licencias son 
actos regulados y que, por tanto, si el solicitante cumple con los requisitos exigibles no tiene otra opción 
que otorgarla?.

Se trata de un problema extraordinariamente frecuente en nuestras poblaciones y al que no se ha dado 
todavía solución preventiva alguna. En definitiva, si el Ayuntamiento conoce de antemano que la realización 
de una determinada actividad va a generar efectos indirectos en la garantía de derechos constitucionales 
de terceros, lo que debe hacer es buscar una localización idónea para su ubicación. 

Por ello, en este caso, aunque formulamos Recordatorio para que se reforzaran los servicios de inspección 
y los horarios de cierre, era ya muy complicado que el Ayuntamiento fuera capaz de hacer cumplir las 
normas en este lugar, pero dada la situación formulamos Sugerencia para que se estudiara la posibilidad 
de, por vía de planeamiento municipal, establecer en determinadas zonas la prohibición o la limitación 
total de autorización de actividades de esta naturaleza cuando por su localización se sabe ya de antemano 
que van a generar distintos problemas de carácter ambiental. 

Todo ello dentro del marco legal conformado por la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación 
Urbanística de Andalucía, y restante normativa urbanística y sectorial de aplicación vigente. 

También formulamos Sugerencia para que se valorara, de forma complementaria a la anterior Sugerencia, la 
inclusión en el planeamiento municipal o en las ordenanzas ambientales del concepto jurídico indeterminado 
“de grave afección ambiental” u otro de similar significado, como criterio que, en base a un análisis de los 
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efectos de la implantación de un determinado establecimiento de ocio, como pudiera ser una discoteca, 
pueda limitar su autorización en determinadas zonas de la ciudad. 

Se trataría, en este sentido, de contemplar expresamente la posibilidad de denegar una autorización de 
esta naturaleza cuando por las características del proyecto, su localización y el uso residencial del entorno, 
se considerase que la concesión de la misma pudiera conllevar graves afecciones ambientales.

La concurrencia, o no, de ese concepto jurídico indeterminado que habría que concretar, caso por caso, 
podría ser un test que permitiera a los responsables públicos efectuar una valoración acerca de la opor-
tunidad, desde el punto de vista del respeto a los derechos constitucionales en juego, sobre cuáles serían 
en cada supuesto los intereses o derechos más relevantes que se debieran proteger lo que permitiría, 
ponderando los mismos tomar la decisión más adecuada.

01.VIII.2.1.1.2
Quejas que tienen su origen en el ruido generado por la 
instalación de aparatos de reproducción de música pregrabada 
o en vivo sin estar autorizados para esta actividad

Son muchas las quejas que generan las emisiones por ruido que proceden, en la mayoría de los casos, 
de aparatos e instalaciones de música y de actuaciones en vivo, donde la responsabilidad civil de quienes 
tienen instalados tales aparatos o permiten estas actuaciones es clarísima en la inmensa mayoría de los 
casos y la legislación es bastante clara sobre los supuestos en los que se puede permitir actividades que 
suponen la emisión de música pregrabada o en vivo.

Así las cosas, es poco entendible que en nuestra Comunidad Autónoma continúen ocurriendo, con frecuencia 
sin consecuencias, hechos como los que motivaron las siguientes quejas:

En la queja 12/2281, la interesada denunciaba los elevados niveles de ruido que generaba un local, 
situado en la planta baja de su edificio, en el caso histórico de Jerez de la Frontera (Cádiz) y sobre el que 
se encuentra su vivienda. En el mismo se habían realizado obras de reforma, instalando una barra de bar, 
cocina, servicios e instalación de equipo musical y televisión, todo ello sin que se hubieran adoptado medidas 
de aislamiento acústico, lo que generaba importantes niveles de ruido que impedían el descanso de los 
habitantes del piso inmediatamente superior, que ocupa la interesada junto con su familia. Asimismo, nos 
decía que el mencionado local funcionaba como bar, sin tener licencia para ello ni medidas de prevención 
de incendios, de ruidos, ni sanidad, y, en ocasiones, como Semana Santa y Navidad, totalmente abierto al 
público en general, ya que el local en cuestión lo gestionaba una hermandad religiosa.

La interesada de la queja 12/3580 denunciaba los elevados niveles de ruido que sufría en su domicilio 
como consecuencia de la actividad de una discoteca con terraza al aire libre situada en la zona de la Isla 
de la Cartuja de Sevilla, que habían denunciado al Ayuntamiento. En concreto, manifestaba que esta 
discoteca desarrollaba la actividad hostelera todos los días de la semana, excepto los lunes, hasta las 7 de 
la madrugada y que por ello sufría molestias por los elevados niveles de ruido que se generaban desde el 
establecimiento. Asimismo, nos decía que según había podido constatar la Línea Verde del Ayuntamiento 
de Sevilla, el establecimiento podría carecer de licencia de actividad válida e incumplir la normativa vigente 
en materia de protección contra la contaminación acústica. Finalmente, nos comunicaba que en sucesivas 
ocasiones había trasladado los hechos descritos al Consistorio, pero éste no había solventado la situación. 

Otro ejemplo es la queja 13/4733, en la que el interesado denunciaba en su escrito de queja que durante 
los meses de verano residía en una urbanización sita en la playa del Sotillo, en el municipio granadino de 
Castell de Ferro. Durante el verano de 2013 el Ayuntamiento había permitido la instalación de un chiringuito 
en la playa, a menos de cinco metros de su urbanización. Al parecer, el citado establecimiento ya había sido 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/contaminaci%C3%B3n-ac%C3%BAstica-requerimos-medidas-de-control-y-adecuaci%C3%B3n-de-un-local-regentado-por-
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objeto de denuncias por ruidos presentadas por los vecinos el anterior verano de 2012 sin que constara 
que el Ayuntamiento hubiera tramitado alguna de ellas.

Asimismo, nos comentaba que el chiringuito en cuestión extendía su actividad desde las 9 horas hasta las 
4 horas de la madrugada del día siguiente, todos los días de la semana y que, en concreto, diariamente, a 
partir de las 12 de la noche, desarrollaba sin permiso ni licencia para música, la actividad de pub-discoteca, 
haciendo imposible el descanso en las viviendas del entorno.

Cuando este ciudadano llamaba por el problema a esta Institución, llegaba a preguntar ¿qué puedo hacer?, 
lamentablemente y ante tanta impunidad e irresponsabilidad del gobierno local, sólo nos quedaba instarle 
a acudir a los tribunales. 

Conscientes de ello, decidimos iniciar de oficio la queja 14/2491 ante todos los municipios de Andalucía, 
cuya finalidad, como hemos adelantado, era informar y advertir del régimen jurídico de los locales en los 
que se emite música pregrabada o en vivo y de las consecuencias, no sólo administrativas y civiles, sino, 
también, penales que se derivan para quienes, por su acción o con su pasividad, vulneren o toleren que 
se vulnere la legalidad aplicable. 

A partir de ahora, ningún Ayuntamiento de la Comunidad Autónoma que ha recibido esta resolución puede 
ampararse en el desconocimiento del contenido de la normativa aplicable a estos locales para eludir sus 
posibles responsabilidades pues, con independencia de que, en todo caso, la Administración Pública tiene 
que someterse, necesariamente, al principio de legalidad (arts. 1.1, 9.3 y 103.1 de la Constitución) en nuestra 
resolución se les informa exhaustivamente del contenido y alcance de esta normativa.

A modo de resumen, en nuestra resolución comenzábamos recordando que año tras año, de manera 
singular tras la llegada de las estaciones que invitan a salir al exterior en horario de tarde y noche, se viene 
recibiendo en esta Institución un elevado número de quejas denunciando el ruido provocado por equipos 
y aparatos de música instalados en el exterior de establecimientos de hostelería que tienen la calificación 
de “pubs y bares con música”, o que, sin ni siquiera poseer esta calificación, cuentan con tales equipos y 
aparatos y sirven bebidas y comidas en el exterior, donde instalan terrazas con sillas, mesas y/o veladores. 

Recordábamos también que el problema adquiere una especial gravedad, cuando la contaminación acústica 
provocada por estos establecimientos supone una clara vulneración de los derechos constitucionales a un 
medio ambiente adecuado (art. 45 CE), a la protección de la salud (art. 43 CE), e incluso de determinados 
derechos fundamentales como el de la intimidad en el seno del hogar familiar (art. 18 CE). Esta situación 
exige una respuesta clara y contundente por parte de los poderes públicos, de manera especial los 
gobiernos locales por cuanto son los que ostentan las competencias para controlar estas actividades y las 
de protección contra el ruido, a fin de garantizar el disfrute de tales derechos y el derecho al descanso.

Nuestra intervención se centraba exclusivamente en el ruido generado por locales que poseen, de acuerdo 
con el Decreto 78/2002, de 26 de febrero, por el que se aprueba el Nomenclátor y el Catálogo de Espectáculos 
Públicos, Actividades Recreativas y Establecimientos Públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
(BOJA 37, de 30 de marzo de 2002), la calificación de “pubs y bares con música” (con música pregrabada de 
fondo cuya emisión, en ningún caso, podrá superar 90 dBA medidos a 1,5 metros del altavoz o altavoces), 
así como aquellos otros locales que sin ni siquiera tener esa calificación, como “restaurantes”, “bares”, 
“cafeterías” y “bares-quiosco”, cuentan con instalaciones que emiten música, ya sea música pregrabada o, 
lo que es aún más grave, celebran actuaciones en vivo. 

En no pocas ocasiones esas instalaciones cuentan con informes técnicos y autorizaciones de los propios 
gobiernos locales otorgadas de manera indebida y que pueden dar lugar a la exigencia de responsabilidad 
administrativa, e incluso penal, de sus responsables. Tal es el caso de la queja 13/5760, tramitada ante el 
Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra (Sevilla) y donde detectamos una autorización para música otorgada 
contra la normativa.

Por ello, creemos que ha llegado el momento, como corresponde en un Estado de Derecho (art. 1.1 CE), 
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de que los gobiernos locales y, llegado el caso, la administración autonómica, cumplan y hagan cumplir las 
leyes y reglamentos promulgados para proteger, en términos generales, el derecho a un medio ambiente 
adecuado, así como los demás derechos constitucionales ya mencionados, evitando con ello las lesiones que 
se producen de los mismos con motivo de la contaminación acústica y de la extraordinaria pasividad con la 
que tratan estos asuntos muchos Ayuntamientos y, en definitiva, acabar con una injustificable impunidad.

Decimos que es necesario actuar contundentemente porque el régimen jurídico de los establecimientos 
de hostelería que pueden emitir música en su interior, nunca en el exterior, viene establecido, de manera 
clara y precisa, en el apartado III.2.8.f, pubs y bares con música, del Anexo II, en el que se incluye el Catálogo 
de Espectáculos Públicos, Actividades Recreativas y Establecimientos Públicos de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, recogido en el Decreto 78/2002, de 26 de febrero, ya citado, y cuyo tenor literal (según 
corrección de errores publicada en BOJA núm. 58, de 18 de mayo de 2002) es como sigue:

«f) Pubs y bares con música: Establecimientos públicos fijos, independientes o agregados a otros de 
actividad económica distinta que se dedican permanentemente a servir al público bebidas y, en su caso, 
tapas frías o calientes para ser consumidas en el interior del local con música pregrabada de fondo cuya 
emisión, en ningún caso, podrá superar 90 dBA medidos a 1,5 metros del altavoz o altavoces, y sin que 
en dicho establecimiento se pueda realizar ni celebrar baile público. Así pues, estará prohibido a este tipo 
de establecimientos servir comidas y bebidas fuera de sus instalaciones».

Pues bien, la Administración Pública española, cualquiera que sea su configuración territorial o institucional, 
sólo puede hacer aquello para lo que está autorizada, según la conocida doctrina de la “positive Bindung”, 
aceptada y reiterada en innumerables sentencias de nuestro Tribunal Constitucional al haber sido consa-
grada en los arts. 9.3 y 103.1 CE.

De esta forma, únicamente se puede autorizar la emisión de música pregrabada, en los citados establec-
imientos hosteleros y, siempre, en el interior de los locales, con los límites establecidos y, por supuesto, sin 
que generen afección exterior. En ningún caso puede autorizarse la emisión de música en el exterior de 
estos locales, como es frecuente que, de manera claramente ilegal, se haga bajo la excusa de “amenizar” 
las terrazas de estos establecimientos (pubs y bares con música). Tales terrazas y veladores también 
tienen prohibida su instalación en estos locales, que en el Nomenclátor se califican de “pubs y bares con 
música”, pues conforme a la normativa mencionada únicamente se incluye esta posibilidad respecto de 
otros establecimientos de hostelería, tales como restaurantes, autoservicios, cafeterías y bares.

En cuanto a los establecimientos de hostelería, incluidos en el epígrafe III.2.8 del Catálogo, «a) Restaurantes, 
b) Autoservicios; c) Cafeterías, d) Bares, e) Bares-quiosco», no se permite, por no contemplarlo la norma 
-a diferencia de lo que expresamente contempla respecto de los «f) pubs y bares con música»-, la emisión 
de música pregrabada de fondo. 

En conclusión, la distinción es clara y la interpretación pacífica: prohibición absoluta en nuestra Comunidad 
Autónoma de instalación de equipos de música pregrabada, con más razón la celebración de actuaciones 
musicales en vivo, en el exterior de todo establecimiento de hostelería por la afección que genera hacia 
el entorno. Asimismo, prohibición absoluta de instalación de terrazas en los locales con la calificación de 
“pubs y bares con música”. Ello salvo la previsión excepcional del art. 6.5 de la Ley 13/1999, de Espectáculos 
Públicos y Actividades Recreativas de Andalucía, para actividades recreativas extraordinarias u ocasionales 
en establecimientos no destinados o previstos para albergar dichos eventos.

Los otros supuestos en los que sí se puede contar con instalaciones preparadas para la emisión de música 
pregrabada y/o en vivo, según los casos, nada tienen que ver con los supuestos que estamos tratando aquí, 
dentro de este epígrafe (establecimientos de hostelería), sino con los denominados establecimientos de 
esparcimiento incluidos en el epígrafe III.2.9 del Catálogo, y que incluyen: a) Salas de fiesta, b) Discotecas, 
c) Discotecas de juventud, d) Salones de celebraciones, que, a su vez, tienen sus propias limitaciones, que 
también comentaremos a continuación.

La interpretación que hemos realizado sobre la doble limitación que afecta a la emisión de música en los 
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establecimientos catalogados como pubs y bares con música, en el sentido de que no pueden poseer 
terrazas en el exterior y que sólo pueden desarrollar sus actividades en el interior, es la marcada en su 
momento por la Dirección General de Espectáculos Públicos y de Juego, de la entonces Consejería de 
Gobernación y Justicia, que, además, recordaba que tal prohibición se extiende lógicamente a las discotecas, 
tal y como se desprende de la respuesta que en febrero de 2011 dicha Dirección General dio a la consulta 
elevada por una mancomunidad de vecinos sobre la posibilidad de que pubs y bares con música tuvieran 
veladores en terrazas.

Consideramos que, sin perjuicio de la responsabilidad directa del titular de la actividad, la pasividad, las 
disfuncionalidades, la negligencia y, en su caso, la permisividad y/o total inactividad que se hayan podido 
producir de los responsables municipales ante las graves y reiteradas vulneraciones de la normativa 
reguladora de la contaminación acústica con motivo del ejercicio de actividades hosteleras, es lo que ha 
permitido hasta ahora, la vulneración de diversos derechos constitucionales ya comentados. Insistimos, 
la situación es ya insostenible en un Estado de Derecho. Por tanto, consideramos imprescindible un 
compromiso de tolerancia cero con la ilegal contaminación acústica producida por la emisión de 
música pregrabada o en vivo en estos locales que no están legalmente autorizados para ello. 

La situación es tal, que en distintos lugares de nuestro país los tribunales han comenzado a reconocer 
y exigir responsabilidad penal en los supuestos más flagrantes en los que se evidencia una gravísima 
negligencia para combatir alguna de las situaciones que se generan con motivo de la contaminación 
acústica provocada por tales actividades. 

Tal ha sido, entre otros, el caso de la conocida Sentencia número 1091/2006, de 19 de octubre, del Tribunal 
Supremo (Sala de lo Penal, Sección 1ª), la posterior Sentencia número 77/2007, de 18 de mayo de 2007, 
de la Audiencia Provincial de Badajoz (Sección 1ª), cabe también citar la más reciente Sentencia número 
222/2013, de 10 de mayo de 2013 de la Audiencia Provincial de Cáceres (Sección 2ª) y, finalmente, hay que 
hacer mención también a la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Murcia, de 15 de mayo de 2014.

A la vista de todo ello, hemos remitido la resolución a todos los ayuntamientos de Andalucía, formulándoles 
Recordatorio de sus deberes legales para aquellos que están autorizando, o tolerando, el ejercicio ilegal 
de estas actividades. También hemos formulado Recomendación para la adopción de medidas tendentes 
a acabar con esta situación, al mismo tiempo que se les ha informado de las responsabilidades civiles, 
administrativas y, desde luego, penales, en las que pueden incurrir de acuerdo con una, ya, consolidada 
jurisprudencia.

01.VIII.2.2 
Sanidad y salubridad animal

La queja 13/2246 se tramitó a instancias de un vecino del municipio sevillano de Olivares por su denuncia 
de que su familia llevaba dos años aproximadamente sufriendo grandes molestias por ruidos y malos 
olores provocados por aves y perros que, al parecer en un número considerable, se ubicaban en dos 
viviendas de la citada localidad. Lo había denunciado al Ayuntamiento en varias ocasiones, sin obtener 
ni una sola respuesta, aportando los escritos que había presentado en el Consistorio en septiembre de 
2011 y marzo y junio de 2012.

El Ayuntamiento, en este caso, respondió favorablemente a nuestra Recomendación para que se tramitaran 
expedientes sancionadores toda vez que la explotación no contaba con las autorizaciones previstas en 
la Ley de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental, así como para que se exigiera la documentación 
acreditativa de la inspección de estos animales en el Registro correspondiente de la Consejería de 
Agricultura, Pesca y Desarrollo Rural conforme a la regulación de la Ley 11/2003, de Protección de los 
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Animales de Andalucía.

Abrimos de oficio la queja 14/341 cuando conocimos, distintos incidentes acontecidos en torno a un 
refugio para animales, propiedad de una asociación protectora de animales y plantas, radicada en el 
municipio sevillano de Bormujos, pero gestionado por una empresa privada. Los animales allí alojados 
presentaban una imagen de desnutrición, falta de higiene y, en general, abandono, impropia de los 
mínimos estándares de bienestar que fijan las leyes protectoras de los animales, inaceptable en una 
sociedad moderna y civilizada de acuerdo con los principios éticos en el tratamiento de los animales. 
Baste recordar que la propia Ley 11/2003, de 24 de noviembre, de Protección de los Animales (LPA) dice, 
en su Exposición de Motivos, que “en las últimas décadas ha proliferado, en las sociedades más civilizadas, 
un sentimiento sin precedentes de protección, respeto y defensa de la naturaleza en general y de los animales en 
particular, convirtiéndose en un asunto de índole cultural que importa al conjunto de la ciudadanía”.

Del informe de la Consejería de Justicia e Interior que recibimos se desprendía que había activado los 
mecanismos administrativos para determinar si, conforme a los hechos objeto de este asunto, era preciso 
ejercitar competencias, en su caso, sancionadoras, contra los titulares de estas instalaciones, por lo que 
dimos por concluidas nuestras actuaciones en el mismo, aunque interesamos de la citada Consejería 
que nos informaran del resultado de sus investigaciones y, en su caso, si finalmente iban a tramitar algún 
expediente sancionador.

01.VIII.2.3 
Vertidos y residuos sólidos

La existencia de diversos puntos incontrolados de vertidos en los municipios andaluces ha provocado que 
la Institución del Defensor del Pueblo Andaluz haya iniciado distintas actuaciones de oficio destinadas 
a que se proceda a la limpieza de estos espacios y se adopten medidas para prevenir que se continúen 
realizando estos comportamientos incívicos.

En este sentido, en 2014, en una línea de actuación que tendrá continuación en los próximos ejercicios, 
hemos abierto con frecuencia quejas de oficio ante la aparición de vertederos incontrolados que dañan 
el medio ambiente al contaminar, según los casos, tanto la riqueza hídrica de nuestras aguas, como el 
suelo, provocando, en otros supuestos, malos olores y riesgo de incendio, etc.

Tal fue el caso de la queja 14/5109, iniciada al tener conocimiento de estos vertidos incontrolados en la 
ladera del Castillo del municipio sevillano de Alcalá de Guadaíra, o en la queja 14/5032, que abrimos al 
tener conocimiento de la existencia de un vertedero ilegal en terrenos aledaños a la barriada hispalense 
de Padre Pío, aunque también afectaba a terrenos del municipio de Alcalá de Guadaíra.

A veces, ese abandono acontece en el propio suelo urbano, tal y como mostraban las noticias que decían 
que diversas calles y espacios públicos del municipio gaditano de La Línea de la Concepción presentaban 
un extraordinario aspecto de abandono y suciedad que sería incompatible con el estándar de limpieza, 
higiene y, en suma, calidad de vida ambiental. 

Ante tales hechos, abrimos de oficio la queja 14/4139, pues según las fotografías publicadas en distintos 
medios y fechas, ponían de manifiesto situaciones insostenibles en términos ambientales, como la gran 
acumulación de basuras sin recoger, deterioro de acerados y calzadas, lagunas de aguas fecales en el 
barrio del Junquillo y el estado de abandono que presentaban diferentes calles de la zona de San Felipe y 
Bulevar, etc., aunque el Ayuntamiento entendía, a tenor del informe recibido, que la ciudad no presentaba 
estado de abandono ni suciedad, salvo momentos y zonas puntuales.

También llama la atención que en un municipio de Almería, como Roquetas de Mar, que posee una entidad 
de población en torno a 90.000 habitantes, que además crece ostensiblemente en el periodo estival, no 
se haya instalado un punto limpio para atender las necesidades de depósito y, en su caso, reciclaje de los 
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residuos sólidos que habitualmente la población deposita en estos lugares. Por ello abrimos de oficio la 
queja 14/3586, con objeto de conocer los motivos por los que no se había ejecutado un acuerdo plenario, 
adoptado por unanimidad de todos los grupos políticos, para la implantación de un punto limpio, aunque 
a fecha de cierre de este Informe Anual aún no se había recibido la respuesta.

En fin, también tenemos que dar cuenta de la queja 14/4135, que abrimos de oficio cuando conocimos 
la existencia de diversos puntos incontrolados de vertidos en los que se depositaban residuos de distinta 
naturaleza en el entorno de la ciudad de Jaén, en cuyas inmediaciones –siempre según las noticias a las 
que tuvo acceso esta Institución- se podían observar los escombros, neumáticos o utensilios domésticos, 
unidos a plásticos y envases, en una treintena de vertederos en los que los ciudadanos depositaban sus 
deshechos inorgánicos sin control alguno, aumentando, además, el riesgo de contaminación debida a la 
cercanía de algunos de estos enclaves a cauces naturales. En esta queja, dimos por concluidas nuestras 
actuaciones al considerar que con las medidas anunciadas por el Ayuntamiento se lograría la solución 
del problema, sin perjuicio de que, tal y como proponía, como medida de carácter general y a modo de 
prevención, se diera una mayor publicidad a la existencia del punto limpio en la ciudad.

Por último, nuestra preocupación por esta cuestión nos ha llevado a abrir de oficio la queja 14/2497 
en la que nos hemos dirigido, a través de un sencillo cuestionario, a todos los municipios andaluces de 
más de 2.000 habitantes para conocer en qué situación se encuentra la recogida de aceites domésticos 
usados en Andalucía pues según la previsión contenida en el Decreto 397/2010, de 2 de noviembre, por 
el que se aprobó el Plan Director Territorial de Residuos no Peligrosos de Andalucía 2010-2019, que fijó 
la obligatoriedad de estas instalaciones para todos los municipios de más de 5.000 habitantes en 2015, 
completándose la infraestructura para municipios de más de 2.000 habitantes antes de 2019.

En este apartado también podemos incluir la queja 13/4680, que abrimos de oficio cuando conocimos, 
la existencia de un solar en Jerez de la Frontera (Cádiz) cuyo estado de abandono desde hacía años y 
acumulación de basuras y escombros estaba generando diversos problemas a los vecinos más cercanos. 
En el solar en cuestión, situado en la Plaza de las Cocheras, esquina con calle Florida, se había agravado 
los malos olores de la basura. Esta problemática se trasladó en diversas ocasiones a los responsables 
de Urbanismo del Ayuntamiento, sin que se hubiera adoptado determinación alguna para darle solución, 
dentro de las competencias legales que para ello ostenta el Ayuntamiento.

Por otra parte, parecía que se había dado últimamente en este solar una importante acumulación de 
gatos que hacían sus necesidades en el lugar. Dichos gatos, al parecer, vendrían atraídos por la comida que 
algunas personas les dejaban en el solar, atrayendo cada vez a un número más importante de animales, 
que a su vez atraían a ratas e insectos, coadyuvado esto último además por la basura acumulada.

Por último, también se hacía mención a que la fachada de este solar estaba apuntalada de forma deficiente, 
según la opinión de los vecinos, circunstancia que también parecía que se había puesto en conocimiento 
de los responsables de Urbanismo.

Tras dirigirnos al Ayuntamiento y después de recibir varios informes de éste, dimos por concluidas nuestras 
actuaciones al conocer que se había revisado la zona y se habían adoptado las medidas que procedían 
para garantizar la seguridad de las personas, que era lo que se pretendía con esta actuación de oficio. 

01.VIII.2.4 
Vertido de aguas residuales urbanas. Vertido Cero

Una de las grandes líneas de actuación de esta Institución en este ejercicio ha sido el seguimiento del 
objetivo de la Directiva 2000/60/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2000, 
que establecía el horizonte del año 2015 para conseguir “el buen estado ecológico” de todas las aguas 
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europeas, tal y como recuerda la Exposición de Motivos del Acuerdo de 26 de octubre de 2010, del Consejo 
de Gobierno, por el que se declaran de interés de la Comunidad Autónoma de Andalucía determinadas 
obras hidráulicas destinadas al cumplimiento del objetivo de la calidad de las aguas de Andalucía (BOJA 
núm. 219, de 10 de noviembre de 2010). 

Esta Institución, aunque comprende las dificultades de financiación del sector público, no sólo está actuando 
de oficio sino también, admitiendo quejas a instancia de parte por la inejecución de las infraestructuras 
previstas para este fin. Esto por cuanto consideramos muy importante conocer qué está aconteciendo 
y qué previsiones hay respecto del programa de actuaciones inicialmente previsto, a fin de que en el 
año 2014 podamos ultimar el seguimiento y valoración de la situación, dando cuenta al Parlamento de 
Andalucía del resultado de nuestras actuaciones.

Por este motivo, hemos tramitado distintas quejas tanto a instancia de parte como de oficio en este 
ejercicio. Tal fue el caso de la queja 13/1189, en la que el interesado denunciaba que en el municipio 
granadino de Atarfe se podrían estar produciendo vertidos contaminantes por aguas fecales o residuales 
sin depurar, pese a la obligación existente en este sentido impuesta por la normativa comunitaria, estatal 
y autonómica.

Asimismo, nos trasladaba que el Ayuntamiento de Atarfe, junto con otros municipios, mediante acuerdo 
plenario del año 1997 había delegado “las competencias de cualquier índole que la legislación vigente atribuye 
al Ayuntamiento en lo relativo a los servicios de abastecimiento de agua, saneamiento y depuración de aguas 
residuales, así como todos los que se integran en el Ciclo Integral del Agua en el Consorcio para el Desarrollo de 
la Vega-Sierra Elvira, que posee carácter de Administración Pública, quien aceptó la delegación y que, desde el 
año 1998, presta los referidos servicios a través de una empresa de capital mixto denominada Aguas Vega Sierra 
Elvira, S.A., la que ostenta la condición de concesionaria del servicio, contemplándose en sus Estatutos (BOJA 34, 
de 28 de julio de 1998) su objeto consistente en el abastecimiento de agua, el saneamiento y la depuración de 
las aguas residuales. La citada concesionaria gestiona el cobro del canon autonómico de depuración, el cual 
queda incorporado en las facturas bimestrales que emite sobre cobro por los servicios de suministro de agua y 
evacuación de saneamiento (y basuras), así como en concepto de vertidos”.

En definitiva, lo que se denunciaba era el incumplimiento, por parte de la actual Consejería de Medio 
Ambiente y Ordenación del Territorio, de las previsiones de ejecución de infraestructuras para que este 
municipio pudiera depurar sus aguas residuales, por lo que le formulamos a la Viceconsejería, Recomen-
dación para que se adoptaran las medidas oportunas para su cumplimiento. Como respuesta, nos ha 
remitido informe del que se desprende, a nuestro juicio, que es poco probable que las infraestructuras 
de saneamiento que motivaron la queja, pese a haber sido incluidas dentro del Acuerdo del Consejo 
de Gobierno de 26 de octubre de 2010, por el que se declaró de interés de la Comunidad Autónoma 
la ejecución de una serie de obras hidráulicas, vayan a estar ejecutadas para 2015, fecha marcada por 
la Unión Europea, que era el objetivo de tal inclusión a tenor de la propia Exposición de Motivos del 
Acuerdo que comentamos.

Aunque también es verdad que del informe se desprendía que, al menos, las infraestructuras que afectan 
a vertidos producidos en el municipio granadino de Atarfe, que motivaron esta queja, está previsto 
que se ejecuten en la primera fase de las actuaciones que se van a llevar a cabo asociadas al proyecto 
“Agrupación de Vertidos Norte a la EDAR Los Vados”. Por tanto, esperemos que, al menos a medio plazo, estas 
infraestructuras se ejecuten, aunque lamentamos no poder tener una mayor certeza sobre este asunto.

De acuerdo con todo ello, esperamos, y deseamos, que en todo caso el saneamiento y depuración de 
las aguas residuales en esta zona sea pronto una realidad respecto de éste y de los demás proyectos 
que se mencionaban en el informe, habida cuenta de que poseen entre sí tales proyectos un carácter 
de complementariedad.

Por tanto, creemos que, no obstante las limitaciones presupuestarias, esta problemática debía 
considerarse, desde un punto de vista ambiental, social y legal, prioritaria, al existir y haber asumido 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/adoptar%25C3%25A1n-medidas-para-agilizar-la-licitaci%25C3%25B3n-y-adjudicaci%25C3%25B3n-de-obras-hidr%25C3%25A1ulicas-en-granada
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la Comunidad Autónoma una obligación «ex lege» y así se lo hemos dicho a la Consejería. En todo 
caso, aunque dimos por finalizada nuestras actuaciones, solicitamos que, llegado el momento, se nos 
informara de la adjudicación de la correspondiente obra pública a fin de poder hacer un seguimiento 
de la planificación aprobada.

En el supuesto de la queja 13/4542, la misma se tramitó a instancias del Ayuntamiento de Doña Mencía 
(Córdoba), con motivo de las circunstancias que rodean al funcionamiento de la Estación Depuradora de 
Aguas Residuales (EDAR) de la citada localidad. En este sentido, según el relato de hechos y circunstancias 
que nos llegó con motivo de una moción aprobada por el Pleno del Ayuntamiento de la localidad, la EDAR 
de Doña Mencía, cuya construcción fue fruto del convenio de colaboración suscrito en junio de 2004 
entre la Consejería de Medio Ambiente y la Diputación Provincial de Córdoba, entró en funcionamiento 
en periodo de pruebas en el mes de julio de 2008, siendo finalmente recepcionada por EGMASA en fecha 
de 31 de marzo de 2009, a partir de la cual comenzó un periodo de garantía de dos años. EGMASA, a 
su vez, la cedió a la Diputación Provincial de Córdoba a través de EMPROACSA, entidad que asumiría su 
explotación y conservación de acuerdo con el convenio suscrito. Pese a su entonces reciente construcción, 
casi desde el principio, la EDAR de Doña Mencía presentó deficiencias en la red de colectores. Además, las 
fuertes lluvias del año 2010 habrían contribuido a deteriorar aún más los colectores en distintos tramos 
y a imposibilitar que las aguas residuales llegaran hasta la estación. 

Después de una larga y compleja tramitación, en la que la Diputación Provincial de Córdoba consideraba 
que la responsabilidad para subsanar estas deficiencias era de la Consejería de Medio Ambiente y 
Ordenación del Territorio y después de que realizáramos distintas actuaciones, entre la que destacamos 
la Sugerencia que formulamos a ambos organismos, la Consejería nos comunicó que en mayo de 2014 
se había incluido en la programación del año 2014 la redacción de un anteproyecto o estudio básico, por 
importe de 42.720,50 euros, en aras a determinar un nuevo trazado para el futuro colector en sustitución 
del dañado en la EDAR de Doña Mencía. 

Asimismo, también nos informaba la Consejería que con fecha de 24 de marzo de 2014 tuvo lugar una 
reunión entre los técnicos del Ayuntamiento de Doña Mencía y los de la Agencia de Medio Ambiente y 
Agua para definir ese nuevo trazado, por lo que consideramos que el asunto objeto de esta queja, aunque 
en fase inicial, podría encontrarse en vías de solución. 

Especial significación tiene, por la entidad de su planteamiento, la queja 13/2292, en la que el representante 
de un foro ciudadano (en el que estaban representadas 36 asociaciones profesionales, sindicales y de 
varias instituciones y Ayuntamientos), preocupado por la situación de las infraestructuras de saneamiento 
de la Costa del Sol malagueña. 

En una entrevista que mantuvieron los representantes del foro ciudadano con el titular de la Institución 
mostraron su preocupación por las dilaciones que se estaban produciendo en la ejecución de los sistemas 
de depuración, lo que estaba impidiendo que, hasta aquel momento, no se hubiera llevado a cabo el 
Plan de Saneamiento Integral de la Costa del Sol y más, concretamente, que se consiguiera el objetivo de 
“vertido cero” en el litoral ni, probablemente, en 2015.

Respecto de la información que motivó, fundamentalmente, la tramitación de esta queja, sobre el grado 
de ejecución de las infraestructuras a fin de garantizar, para 2015, el “Vertido cero” en el litoral de Málaga, 
nos decían que al haberlas declarado de interés general del Estado, no disponían de información oficial 
al respecto, por lo que no podían informarnos sobre este particular.

En todo caso, considerando esta Institución de gran interés esta información, dimos traslado de estas 
respuestas a la Defensoría del Pueblo de las Cortes Generales con objeto de que solicitara información 
pormenorizada sobre la ejecución de las mencionadas infraestructuras por parte de la Administración 
General del Estado.

Ello por cuanto nos decían en el informe que todas las obras que se refieren a la Costa de Málaga han sido 
declaradas de Interés General del Estado y que esa declaración no se ve afectada por su inclusión en el 
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Acuerdo del Consejo de Gobierno de 26 de octubre de 2010, que declaraba determinadas obras de interés 
de la Comunidad Autónoma (que aparece recogida en el BOJA núm. 219, de 10 de noviembre de 2010).

Por tanto, entendimos que en lo que concierne a las infraestructuras objeto de la queja, aunque hay 
algunas obras incluidas en este Acuerdo de 26 de octubre de 2010 situadas en el litoral de Málaga, pese 
a haber sido declaradas de interés de la Comunidad Autónoma, su ejecución correspondería al Estado, 
por lo que trasladamos toda la información a la Defensora del Pueblo de las Cortes Generales. Como 
ya hemos dicho en la introducción de este subcapítulo, a fecha de cierre de este Informe Anual se ha 
recibido la respuesta de la Defensora del Pueblo en el que nos dice que, en virtud del informe recabado del 
Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, “se deduce que el Ministerio no permanece pasivo 
ante el problema denunciado, existe interés en conseguir un vertido cero y ahora falta que las Administraciones 
(estatal y autonómica) concreten en el Protocolo de Colaboración, que aún no ha sido suscrito, los plazos y 
actuaciones prioritarias a realizar”.

Finalmente, respecto de las infraestructuras cuya ejecución sí corresponde a la Comunidad Autónoma, 
nos dice que se está llevando a cabo un estudio pormenorizado a fin de priorizar las inversiones en 
función del interés general. Sobre esta reflexión nada tenemos que decir sino esperar, y desear, que, en 
todo caso y aunque parezca muy complicado, nuestra Comunidad Autónoma pueda cumplir el objetivo 
marcado por la reseñada Directiva.

En cualquier caso y a efectos de futuras actuaciones, tratándose de una cuestión de suma trascendencia 
en lo que concierne a la protección y tutela del derecho constitucional y estatutario a un medio ambiente 
adecuado, por parte de esta Institución y con independencia de la tramitación de estas quejas, continuaremos 
insistiendo en todas aquellas que nos lleguen de las que se desprenda que se han producido, o han tenido 
lugar, dilaciones u otras disfuncionalidades en la ejecución de estas infraestructuras de saneamiento a 
fin de velar por el cumplimiento del objetivo, tantas veces citado en este escrito, de “vertido cero”.

01.VIII.2.5
Contaminación atmosférica

De la misma forma que ocurre con la contaminación acústica, el tráfico rodado de vehículos a motor es el 
principal agente contaminante atmosférico, originado por la combustión, sobre todo de gasoil y gasolina; 
es decir, combustibles fósiles que desprenden distintos tipos de gases que provocan efectos en la salud 
pero, también, otro tipo de consecuencias como el denominado efecto invernadero, provocado por el 
dióxido de carbono. 

En este ejercicio queremos dedicar esta parte del Informe Anual a resaltar la cuestión suscitada en el 
municipio jiennense de Martos y por el que abrimos de oficio la queja 14/3700, aunque posteriormente 
se dirigieron en queja a esta Institución 66 ciudadanos de la misma planteando esta cuestión, cuya 
tramitación agrupamos a la citada queja de oficio.

Esta Institución había tenido conocimiento, a través de las redes sociales y medios de comunicación, que 
existía una gran preocupación en un sector de la población del citado municipio por las emisiones a la 
atmósfera que generaba una empresa orujera, situada en las proximidades. Las fotografías publicadas 
en redes sociales mostraban que, efectivamente, al menos la apariencia era que la mencionada planta 
generaba emisiones de gran entidad que provocaban, incluso, “neblina” en el municipio. Los ciudadanos que 
nos habían enviado sus denuncias y fotografías a nuestro perfil de facebook solicitaban “ayuda para conocer 
el contenido de las emisiones que produce la orujera “...” y que envuelven nuestra ciudad en una nube irrespirable”.

Tras dirigirnos a la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio, conocimos que su Delegación 
Territorial en Jaén había realizado mediciones de emisiones en esta industria en marzo y abril de 2012, y 
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de calidad en aire en el pueblo en marzo y abril de 2013, ambas en plena campaña de procesado del orujo, 
resultando que en la primera de esas mediciones los secaderos no presentaron superaciones de los límites 
establecidos, aunque sí la caldera de vapor, superación ésta que se había eliminado tras la adopción de 
medidas correctoras y de mantenimiento por parte de la empresa a requerimiento de la Consejería.

Respecto de la calidad del aire en el núcleo urbano de Martos, la última campaña de medición, realizada 
por una unidad móvil, fue en febrero y marzo del 2013 y en ella, de acuerdo con el informe emitido, no se 
constató superación de ningún valor límite legislado, aunque no obstante sí que se detectaron valores algo 
elevados de benzo(a)pireno, aunque no se podía afirmar que hubiera superación del valor objetivo ya que 
debía evaluarse durante un año completo.

Además, se desprendía del informe que la responsabilidad de esos niveles de benzo(a)pireno no se podía 
asignar a la orujera, existiendo índices fundados de que podían proceder de las instalaciones domésticas de 
combustión de biomasa para calefacción, aunque no obstante la Delegación Territorial en Jaén iba a iniciar 
una nueva campaña de medición en los días siguientes a enviarnos su informe. Por otro lado, nos decían 
que en lo que corresponde a los posibles riesgos para la salud, era la administración sanitaria la que debía 
pronunciarse, si bien al no superar los límites legales debía entenderse que no existía riesgo, o no era elevado.

Asimismo, según el mencionado informe, la empresa está sometida a autorización ambiental unificada emitida 
el 1 de marzo de 2011, que se encuentra a disposición del público en la Consejería de Medio Ambiente y 
Ordenación del Territorio, así como que iban a requerir a la empresa el estudio oftalmométrico especificado 
en la Autorización Ambiental Unificada, aunque los datos metereológicos de estaciones próximas indicaban 
que eran la ausencia de vientos, situaciones atmosféricas estables o la existencia de inversiones térmicas en 
la atmósfera las que en determinadas épocas del año no favorecían la deseable dispersión de contaminantes 
y que se iba a revisar próximamente las condiciones de emisión de contaminantes que la normativa impone 
a instalaciones como la orujera de Martos, lo cual supondría una reducción importante de las emisiones 
permitidas. Ello no obstante, este proceso aún estaba en fase inicial y, una vez modificada la normativa, 
habría que ver en qué términos y plazos se aplicaba a las instalaciones que ya están en funcionamiento.

Pese a ello y dado que se estaban recibiendo más quejas por estos hechos en esta Institución, nos decidimos 
a interesar un nuevo informe sobre este asunto y se trasladó a la citada Consejería la necesidad de valorar 
otras alternativas de actuación a fin de lograr un nivel de emisiones a la atmósfera que no implicara alerta 
entre la ciudadanía y mantuviera un nivel de calidad mínimo de aire respirable tanto en su composición 
como en lo que respecta a los olores. En este sentido, en su último informe la Consejería nos trasladaba 
que no podían aportarnos el estudio oftalmométrico ni los resultados de la medición atmosférica, ya que 
se estaban realizando en esos momentos.

Por último, también nos hemos dirigido al Ayuntamiento de Martos para hacerle conocedor de las nuevas 
quejas que hemos recibido sobre la persistencia de la situación de las emisiones de la orujera, a fin de que 
por su parte y dentro del marco de competencias legales que tiene encomendadas, se valore la procedencia 
de adoptar cuantas medidas sean oportunas, ante la fábrica y ante la propia Consejería, en pro de la defensa 
y garantía de un medio ambiente y calidad de vida adecuados para la ciudadanía de Martos. A la fecha de 
cierre de este Informe Anual continuamos nuestras actuaciones en esta queja.

01.VIII.2.6
Medio ambiente urbano

Las políticas públicas destinadas a la mejora del medio ambiente urbano tienen un doble objetivo; de un 
lado, en origen, disminuir los efectos nocivos de la acción de los seres humanos sobre el medio ambiente 
a nivel global, pues no existe ninguna duda sobre la incidencia que determinadas actividades, que tienen 
lugar en nuestras poblaciones, tienen en el deterioro del medio ambiente y afectan a la salud de personas, 
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animales y plantas, como incidir, según las características de los gases, en el calentamiento global, la 
reducción de la capa de ozono, etc.

De hecho, aunque del funcionamiento de las industrias deriva la emisión de una serie de sustancias 
contaminantes, es en las ciudades donde muy probablemente se generan los mayores porcentajes de 
emisión cuyas sustancias son transportadas por el aire y contaminan todo el territorio. Y qué decir de la 
contaminación lumínica, acústica, de los vertidos sólidos y de los que se producen en el agua. 

Conscientes de ello, con motivo del Informe Especial que hemos presentado al Parlamento de Andalucía 
sobre Seguridad, Accesibilidad y Calidad Ambiental en los Espacios Peatonales de las Ciudades 
Andaluzas, hemos propuesto un cambio del modelo en la forma de concebir nuestras ciudades, sobre 
todo en lo que se refiere a la movilidad pero, también, en otros aspectos.

Pero decimos que la acción para mejorar el medio ambiente tiene también otro objetivo y es la mejora 
de la calidad de vida de nuestras ciudades pues, evidentemente, además de la mejora de nuestra salud, 
la disminución de los efectos contaminantes mencionados hace que nuestras ciudades sean más agra-
dables, silenciosas, aptas para los desplazamientos a pie y para el disfrute del espacio físico, ofreciendo 
oportunidades para el deporte, etc.

A la vista de ello, esta Institución ha propuesto una serie de medidas destinadas directamente a la mejora 
de la calidad ambiental en el medio urbano y, entre ellas, podemos destacar las siguientes:

•	 En cuanto a la contaminación atmosférica, hemos propuesto que se confeccionen planes para la 
reducción de la emisión de gases de los vehículos motorizados a fin de disminuir el aumento de gases 
de efecto invernadero, así como que se fomente e impulse, de manera real y efectiva, el uso de medios 
de transporte que supongan una clara apuesta por la movilidad sostenible, como son el transporte 
público colectivo (autobús, tranvía, metro, etc.), los desplazamientos a pie y en bicicleta, así como que 
se fomenten otros modelos de transporte como el uso de vehículos compartidos, eléctricos, etc. Ni 
que decir tiene que ello no será posible sin la incorporación de las TIC para monitorizar toda esta 
información.

•	 Respecto de la contaminación acústica, además de las medidas mencionadas a lo largo de este Informe 
Especial, destinadas a disminuir la contaminación acústica provocada en locales de hostelería, hemos 
sugerido que: 

A.	 Se aprueben planes efectivos de acción contra el ruido, destinados a disminuir, de manera ostensible, 
sus niveles en aquellos espacios o recorridos en los que el tráfico rodado genera un amplio impacto 
acústico. Asimismo, es muy necesario controlar las emisiones acústicas que están sometiendo a la 
población a un impacto continuo que no debiera soportar, producidas por locales de hostelería y su 
entorno. 

B.	C on carácter especial y dirigido a disminuir la emisión de ruidos causados por la movilidad urbana, 
siendo así que también tiene efectos directos en la eliminación de la contaminación atmosférica, creemos 
que es muy necesario que se disminuyan los límites de velocidad en amplias zonas de las ciudades a 
30 Km/h, lo que, a su vez, fomentará que se utilice menos el transporte privado motorizado, y que se 
fomenten los espacios en los que se limite, o prohíba, la circulación del tráfico motorizado sin perjuicio 
de las exigencias que, en su caso, sea necesario crear para servicios públicos, residentes, etc.

C.	 Se inicien campañas de sensibilización, destinadas a la población, sobre la necesidad de conseguir 
el objetivo de la Unión Europea de reducir, para antes de 2020, en 10 decibelios la contaminación 
acústica producida por el tráfico rodado.

•	 En el ámbito de la contaminación visual, carece de sentido que se apruebe una normativa extraor-
dinariamente restrictiva y controladora a la hora de supervisar intervenciones arquitectónicas y, 
al mismo tiempo, que exista una inexplicable pasividad a la hora de cuidar la calidad ambiental de 
nuestras ciudades cuando se ven gravemente afectadas por este tipo de instalaciones y los gobiernos 
municipales no realizan actuación alguna para impedirlo.
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Por ello, formulamos Sugerencia a los ayuntamientos para que, ya sea en las propias normas del pla-
neamiento y/o a través de las ordenanzas, según se considere más oportuno, se incluyan normas para 
impedir y suprimir el daño ya causado en el medio ambiente urbano y/o en el patrimonio histórico de 
nuestras ciudades.

En este sentido, no se puede obviar que la Ley de Patrimonio Histórico de Andalucía, preocupada 
por la contaminación visual existente en nuestro patrimonio, contiene varias normas destinadas a su 
“descontaminación visual”. A la vista de ello, hemos formulado Recordatorio del deber legal de que los 
Ayuntamientos y las empresas privadas observen estos preceptos.

Por último, queremos hacer mención a los déficits democráticos que hemos verificado, que han estado, 
y siguen estando, presentes en la toma de decisiones del modelo de ciudad: la ausencia de la perspectiva 
de género a la hora de afrontar estas políticas y la escasa, casi nula, participación de la ciudadanía en la 
implantación y diseño del modelo de ciudad.

Por ello, hemos propuesto que en el marco jurídico establecido por los arts. 9 y 14 CE; 15, 16, 35, 73, 105.2, 
114 y 208 del Estatuto de Autonomía para Andalucía y sus normas de desarrollo, singularmente la Ley 
12/2007, de 26 de noviembre, para la Promoción de la Igualdad de Género en Andalucía, se dicten cuantas 
medidas sean necesarias para garantizar la participación de la mujer y la presencia de la perspectiva de 
género en el planeamiento urbanístico, las estrategias de movilidad y las distintas políticas sectoriales 
que incidan en la configuración de las ciudades.

Finalmente, en lo que concierne a la participación de la ciudadanía en la implantación y diseño de los 
espacios peatonales, hemos sugerido que, desde los Ayuntamientos, se adopten posiciones reales 
de «open government» destinadas a facilitar la participación y codecisión, que debe descansar, sin 
perjuicio de otras vías de participación, en dos pilares imprescindibles: un escenario de «government 
2.0» que facilite la participación de las redes sociales y un compromiso claro con el «open data», que 
permita poner a disposición de la ciudadanía toda la información que los gobiernos locales posean 
sobre movilidad, itinerarios peatonales, espacios públicos, localización, mobiliario urbano, políticas de 
medio ambiente, etc.

01.VIII.3 
Actuaciones de oficio, Colaboración de 
las Administraciones y Resoluciones 
01.VIII.3.1 
Actuaciones de oficio

...

Por lo que se refiere a actuaciones de oficio, a continuación se relacionan las que han sido iniciadas 
a lo largo del año:

•	 Queja 14/1514, dirigida al Ayuntamiento de Sevilla, relativa a los contenedores soterrados en el 
Polígono Sur de Sevilla, retraso en su recepción y puesta en funcionamiento.

•	 Queja 14/1579, dirigida al Ayuntamiento de Mairena del Aljarafe (Sevilla), relativa a las actuaciones 
musicales en un bar, al parecer sin autorización.

•	 Queja 14/3588, dirigida al Ayuntamiento de Níjar (Almería), relativa a la Ordenanza sobre 
protección acústica que no había sido aprobada.
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•	 Queja 14/4136, dirigida al Ayuntamiento de Jerez de la Frontera (Cádiz), relativa a la denuncia 
de los vecinos de la plaza de Vargas sometidos a contaminación acústica por ruidos de estable-
cimientos de hostelería.

•	 Queja 14/4151, dirigida al Ayuntamiento de Sevilla, relativa a la tala de árboles en la ciudad de 
Sevilla.

•	 Queja 14/4190, dirigida al Ayuntamiento de Monachil (Granada) y a la Consejería de Medio 
Ambiente y Ordenación del Territorio, relativa al vertido de aguas sin depurar al río Monachil 
por parte del municipio de Monachil.

•	 Queja 14/4828, dirigida al Ayuntamiento de Güejar-Sierra (Granada), relativa a los ruidos por 
irregularidades de diversos establecimiento hosteleros en el entorno de la plaza del pueblo.

•	 Queja 14/4886, dirigida al Ayuntamiento de Sevilla, relativa al grado de eficacia en la ejecución de 
las resoluciones dictadas en expedientes sancionadores por instalación de terrazas en negocios 
de hostelería.

•	 Queja 14/5175, dirigida al Ayuntamiento de Santa Fe (Granada), relativa a las denuncias reali-
zadas por la Policía Local de Santa Fe en actividades hosteleras que no se han tramitado por el 
Ayuntamiento.

•	 Queja 14/5290, dirigida al Ayuntamiento de Atarfe (Granada), relativa a la pasividad municipal tras 
tener conocimiento de la sentencia del Tribunal Supremo que condena por delito medioambiental 
al dueño de un bar. 

...

CAPÍTULO 01.IX MENORES

01.IX.2.7 
Vulneración de otros derechos

... Un aspecto básico en el desarrollo de los niños y adolescentes es el juego, el disfrute de momentos de 
esparcimiento al aire libre, y su acceso a actividades recreativas especialmente adaptadas a su concreta 
etapa evolutiva. Y no siempre es éste un derecho de fácil ejercicio. Muestra de ello es la queja 14/3152, 
en la que se requirió la mediación de esta Institución para solventar un conflicto vecinal respecto del 
ruido provocado por el juego de niños en un espacio público. 

Por su parte, en la queja 14/4427 nos hicimos eco de un accidente ocurrido en las atracciones de 
feria de una pedanía de un municipio de Sevilla por el que falleció una niña de 12 años de edad. Tras 
interesarnos por lo ocurrido nos fue remitido por la corporación local un informe que detallaba la 
documentación requerida a la instalación para el inicio de su actividad, ajustándose al Decreto 195/2007, 
que regula las condiciones generales de espectáculos públicos y actividades recreativas, así como la 
normativa de régimen local aplicable, encontrándose las circunstancias concretas del incidente en fase 
de investigación judicial.

Es este asunto, el relativo a la regulación y control de las instalaciones recreativas habilitadas para su 
uso por menores, un lugar común en las intervenciones de este Defensor, y es por ello que prolongamos 
las actuaciones de la queja 11/5835 en la que nos cuestionamos cuál es la normativa aplicable a las 
instalaciones lúdicas o parques infantiles privados, así como la Administración competente para su 
inspección y, en su caso, sanción de posibles incumplimientos.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/queremos-conocer-si-los-vecinos-sufren-la-contaminaci%25C3%25B3n-ac%25C3%25BAstica-por-los-ruidos-de-la-zona
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/preguntamos-al-ayuntamiento-de-sevilla-por-la-tala-de-%25C3%25A1rboles
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/%25C2%25BFse-vierten-aguas-sin-depurar-al-r%25C3%25ADo-monachil
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/el-consistorio-cumple-con-el-control-de-ruidos-en-las-plaza-de-g%25C3%25BCejar-sierra-0
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/queremos-conocer-la-eficacia-de-ejecuci%25C3%25B3n-de-las-sanciones-por-actividades-hosteleras-en-sev
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/investigamos-la-actuaci%25C3%25B3n-municipal-ante-las-denuncias-por-actividades-hosteleras-en-santa-f
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/actuamos-ante-los-da%25C3%25B1os-de-salud-ocasionados-una-familia-por-los-ruidos-de-un-bar
http://defensordelmenordeandalucia.es/content/pedimos-una-nueva-normativa-sobre-los-parques-infantiles
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En la tramitación de dicha queja nos dirigimos en primer lugar al Ayuntamiento de Sevilla, en la creencia de 
que el parque en el que existían deficiencias era de titularidad municipal, encontrándonos con que al ser 
de titularidad privada la Corporación Local, mediante un informe motivado, negaba tener competencias 
para ejecutar ninguna de las actuaciones previstas en el Decreto 127/2001, de 5 de junio, sobre medidas 
de seguridad en parques infantiles.

En consecuencia, tras examinar detenidamente la regulación contenida en el Decreto 127/2001, encam-
inamos nuestras actuaciones hacia la Dirección General de Infancia y Familias (actualmente Dirección 
General de Personas Mayores, Infancia y Familias) a fin de conocer qué intervención era viable realizar 
para solventar la problemática del referido parque infantil. 

En respuesta recibimos un documentado informe en el que se citaba diversa normativa de aplicación, 
concluyendo que la responsabilidad de la inspección y control así como del ejercicio de la potestad 
sancionadora por el incumplimiento de las medidas de seguridad establecidas en el Decreto 127/2001, 
de 5 de junio, en los parques privados de uso colectivo debía corresponder a la Consejería de Justicia 
e Interior por cuanto que la normativa emanada o promovida por dicha Consejería, en especial la Ley 
13/1999, de 15 de diciembre, de espectáculos públicos y actividades recreativas, incluía en su ámbito de 
aplicación parques infantiles de titularidad pública o privada.

Y esta última Consejería a su vez, tras recibir idéntica petición por nuestra parte, volvió a orientar la 
solución del problema hacia el Ayuntamiento al que nos dirigimos en primera instancia, argumentando 
que conforme a lo establecido en la Ley 13/1999 los Ayuntamientos son competentes para conceder las 
autorizaciones de instalación y apertura de cualquier establecimiento abierto al público que haya de 
destinarse a la celebración de espectáculos públicos o a la práctica de actividades recreativas, lo que 
incluye a los parques infantiles de uso público, con independencia de que su titularidad pudiera ser privada. 

En consecuencia, los ayuntamientos serían competentes para inspeccionar y controlar dichos establec-
imientos, así como para iniciar, instruir y resolver los procedimientos sancionadores por infracciones leves 
y graves, y para imponer las sanciones de suspensión y revocación de las autorizaciones que hubieran 
concedido y, en su caso, ordenar la clausura de los establecimientos cuya actividad se encuentra sometida 
a autorización municipal.

La secuencia de actuaciones que acabamos de reseñar se nos antoja como un laberinto jurídico de 
complicada solución, y ello a pesar de que en la tramitación de la queja hayamos solicitado la colaboración 
de diferentes servicios administrativos dotados de personal especializado para la interpretación de la 
normativa que resultaría de aplicación. Y no se compadece esta dificultad con la vocación de generalidad y 
de uniformidad normativa que pretendía el Decreto 127/2001, de 5 de junio, sobre medidas de seguridad 
en parques infantiles.

Por todo lo expuesto, dada la vocación uniformadora de la regulación de los parques infantiles, y con-
siderando la imprecisión del ámbito de aplicación del Decreto 127/2001, especialmente en lo referente 
a parques infantiles de titularidad privada, es por lo que formulamos a una Sugerencia a la Dirección 
General de Personas Mayores, Infancia y Familias para que fuese promovida una modificación de la citada 
reglamentación, clarificando tales aspectos y actualizando sus previsiones a los cambios experimentados 
en la legislación durante sus años de vigencia. Al momento de redactar este informe nos encontramos a 
la espera de respuesta a dicha resolución.

Además de interesarnos por mejorar la normativa reguladora de los parques infantiles, a lo largo de 
2014 también hemos dado trámite a quejas concretas por deficiencias en parques infantiles, tal como 
en la queja 14/881 en que se relatan deficiencias en un parque infantil Bollullos de la Mitación (Sevilla); 
también en la queja 14/4442 se denunciaban desperfectos e irregularidades en los parques infantiles 
de San Fernando (Cádiz). 

Por último, y en cuanto a las dificultades de las personas menores de edad para el disfrute en condiciones 
de seguridad de espacios públicos, referiremos también las actuaciones realizadas en la queja 14/1615 en 

http://defensordelmenordeandalucia.es/content/lleg%25C3%25B3-la-subvenci%25C3%25B3n-y-con-ella-la-reparaci%25C3%25B3n-de-un-parque-infantil
http://defensordelmenordeandalucia.es/content/el-ayuntamiento-intervendr%25C3%25A1-ante-el-mal-estado-de-los-parques-infantiles
http://defensordelmenordeandalucia.es/content/pedimos-el-vallado-de-una-parcela-donde-habita-un-poni-ante-el-riesgo-para-los-menores-que-p
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la que la madre de una menor residente en un municipio de Sevilla se mostraba perpleja ante la ausencia de 
controles de un animal –caballo poni- que se encontraba suelto en una parcela cercana a su casa. Su hija fue 
mordida por dicho animal, sufriendo graves heridas, y es por ello que solicitó la intervención de esta Institución.

Tras analizar la queja comprobamos el incumplimiento de la ordenanza municipal en lo referente a vallado 
de la parcela y eliminación de matorrales donde se ubicaba el animal, sin que constase que el ayuntamiento 
hubiera actuado para hacer cumplir tales exigencias mediante el correspondiente requerimiento a su 
titular, ello a pesar de haber recibido denuncias de incidentes con dicho animal con anterioridad. Por todo 
ello formulamos una Recomendación, que fue aceptada por el ayuntamiento, para que en ejercicio de las 
competencias municipales se realizasen las actuaciones necesarias para conseguir el vallado y limpieza 
de la parcela urbana en que se produjo el incidente relatado en la queja, evitando con ello situaciones de 
riesgo para los menores que transitan por la zona...

CAPÍTULO 01.X SALUD

01.X.2 
Análisis de las quejas admitidas a trámite

01.X.2.8 
Salud Mental

... La cuestión no es baladí, dado que las prácticas estigmatizadoras de este colectivo persisten, y buena 
prueba de ello la constituye la queja 13/1552, iniciada por Feafes para denunciar la imagen que el “espec-
táculo” denominado “Manicomio: circo de los horrores”, que estaba representándose en algunas ciudades de 
nuestra Comunidad Autónoma, venía ofreciendo de las personas afectadas por enfermedades mentales, 
en tanto que individuos peligrosos, violentos, temidos, impredecibles, objeto de burlas y vejaciones.

Las solicitudes para acordar la suspensión de esta actividad propiciaron un debate de carácter competencial 
entre las Administraciones local y la autonómica, teniendo como referencia la Ley 13/99, de 15 de diciembre, 
de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas de Andalucía (art. 3.1 «e): las autoridades administrativas 
competentes podrán prohibir y, en su caso de estar celebrándose, suspender los espectáculos públicos y 
actividades recreativas cuando con su celebración se atente a los derechos de las personas reconocidos 
en el Título I de la Constitución»). 

Así, algunos ayuntamientos afectados estimaban que la relevancia constitucional de los derechos a 
proteger desaconsejaba una actuación aislada de la Administración municipal, al tiempo que manifestaba 
la segunda que la competencia para adoptar la medida correspondía a los Ayuntamientos, en tanto en 
cuanto son los que autorizan la actividad, aunque entendiendo también que por el conflicto de derechos 
en juego, aquella no solo requeriría gran cautela, sino que lo procedente sería recabar para ello la tutela 
judicial oportuna.

Por nuestra parte, en la tramitación de la queja solicitamos informe de la Consejería de Igualdad, Salud 
y Políticas Sociales. 

Desde la Secretaria General de Políticas Sociales se vinieron a compartir las apreciaciones de la intere-
sada en cuanto al tratamiento discriminatorio que se daba a las personas con enfermedad mental en la 
publicidad del espectáculo denominado “Circo de los Horrores”, pero también se afirmó que la Ley 1/99, 
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de 31 de marzo, sobre atención a las personas con discapacidad en Andalucía, no les permitía iniciar 
procedimiento sancionador en este tipo de situaciones, por lo que abundando en la  necesidad de aclarar 
las actuaciones administrativas necesarias para atajarlas, aludían a la inclusión de un precepto específico 
que prevenga contra la publicidad y los espectáculos lesivos para la dignidad de las personas, en el texto 
de la nueva ley que sobre esta materia se está elaborando, a efectos de adaptar la regulación existente 
a la Convención Internacional de los derechos de las personas con discapacidad.

Por otro lado, advertían de que en todo caso, a la vista del itinerario de representación del espectáculo 
por el territorio de otras Comunidades Autónomas, la competencia sancionadora se residenciaría en 
el ámbito de la Administración del Estado, de acuerdo con lo previsto en el art. 94 del Real Decreto 
Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, que aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos 
de las personas con discapacidad y de su inclusión social.

Teniendo en cuenta lo expuesto, nos dirigirnos a la Defensora del Pueblo del Estado en aras de la coope-
ración y coordinación de funciones establecidas entre ambas Instituciones, a los efectos de que tomara 
conocimiento de este asunto e iniciara la investigación correspondiente, si lo estimaba oportuno...

CAPÍTULO 01.XI SERVICIOS DE INTERÉS 
GENERAL Y CONSUMO	

01.XI.2.1 
Servicios de Interés General	 	

01.XI.2.1.2
Suministro domiciliario de agua

Como hemos indicado, principalmente nos preocupan las situaciones de desprotección derivadas de la 
crisis económica en que pueden verse involucradas las personas y familias usuarias de estos servicios. 

Estas situaciones están muy relacionadas con el incremento de las tarifas experimentado en algunas 
localidades, y que ha sido objeto de diversas quejas que se encuentran en curso de investigación. Así, la 
queja 13/1954 y la queja 13/3249 referidas a los municipios sevillanos de El Rubio y Lantejuela, respecti-
vamente, o la queja 14/5378 y la queja 14/6076 referidas al municipio granadino de Cájar, tras pasar de 
una gestión directa del servicio por el Ayuntamiento a la gestión por Emasagra.

Estas quejas suelen llevar añadidas una disconformidad de fondo con el sistema de gestión por el que 
opta el Ayuntamiento o, incluso, una denuncia sobre los procedimientos de adjudicación tramitados al 
efecto. Así nos lo trasladaba una plataforma en contra de la privatización de la empresa de aguas de El 
Puerto de Santa María (queja 13/4919), aunque la misma no se llegaría a tramitar por falta de aportación 
de la documentación necesaria a tal efecto.

En esta polémica se veían envueltas las peticiones que nos dirigieron tres Entidades Locales Autónomas 
para que esta Institución intercediera ante el Ayuntamiento de Jerez con objeto de obtener los datos 
necesarios para implementar el servicio de abastecimiento de agua en su propio territorio vecinal, a través 
de una empresa pública, y separarse del servicio prestado por una empresa privada, concesionaria del 
Ayuntamiento (queja 14/5051, queja 14/5090 y queja 14/5486). Con la medida pretendían, entre otras mejoras, 
reducir en un 20% el precio que los vecinos pagan por el servicio a través de la empresa concesionaria y 
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la falta de la información requerida al Ayuntamiento les impedía el ejercicio de sus competencias en los 
términos acordados por los respectivos órganos de gobierno propio.

Sobre esta cuestión, nos parece oportuno destacar que esta Institución no se muestra partidaria de uno u 
otro modelo de gestión, entendiendo que ambos conllevan ventajas e inconvenientes que cada municipio 
debe barajar en virtud de su autonomía local. Lo que sí nos parece imprescindible en cualquiera de los 
modelos que se adopte es la garantía de suministro a la población a precios asequibles y el respeto de 
la necesaria protección de los derechos e intereses del usuario.

En cualquier caso, hemos de advertir de los peligros que conlleva el canon concesional que sirve para la 
adjudicación de contrato de gestión del ciclo integral del agua cuando su importe se aplica para enjugar 
las abultadas deudas de los Ayuntamientos y no se destina a inversiones para mejora de las redes de 
abastecimiento y saneamiento. La situación vivida en algunas localidades nos lleva a propugnar la necesaria 
limitación de esta práctica a través de la oportuna regulación normativa.

Uno de los elementos que componen la tarifa del agua es la cuota variable o de consumo. 

La normativa autonómica permite distintas opciones a las entidades locales (tarifa constante, tarifa de 
bloques crecientes o tarifa de bloques decrecientes), de modo que, en la práctica, la regulación es muy 
variada, aunque tiende a generalizarse la opción por la tarifa de bloques crecientes. En estos casos 
advertimos que los bloques suelen ir referidos a un consumo de agua expresado en metros cúbicos por 
vivienda. Con esta regulación entendemos que se producen situaciones injustas como penalizar con la 
aplicación de precios cada vez más elevados a unidades familiares que, al estar integradas por un mayor 
número de personas, realizan un mayor consumo de agua, a pesar de que se situaría en márgenes de 
un consumo razonable.

Como venimos reiterando, en relación con esta cuestión, desde esta Institución se viene apoyando e 
impulsando ante los órganos competentes la aprobación y/o modificación de su normativa reguladora 
de las tarifas de agua para incorporar bloques de consumo que tengan en cuenta el número de personas 
que residen en la vivienda.

Entendemos que la incorporación de esta medida supone un incentivo al ahorro y la eficiencia en el 
consumo de agua, ya que la aplicación de bonificaciones o recargos por tramos de consumo –paga más 
quien más consume- debe adecuarse al número real de personas que realizan tal consumo. 

Adelantábamos en el Informe Anual correspondiente al año 2013 que, coincidiendo con su elaboración, 
habíamos dirigido Sugerencia al Ayuntamiento de San Fernando en tal sentido (queja 13/4916). Sin embargo, 
el Ayuntamiento rechazó nuestra propuesta acogiendo los términos del informe emitido por la empresa 
concesionaria del servicio (Hidralia,S.A.) y que esta Institución no comparte, motivo por el que se incluye 
una mención a esta falta de colaboración en el apartado 3 de este sub-capítulo en materia de consumo. 

El informe se esforzaba en explicar que las tarifas aprobadas penalizan los consumos excesivos mediante 
el establecimiento de bloques de consumo crecientes y que se habría primado un sistema proporcional 
para la mayoría de los habitantes. Además, que las tarifas habrían tenido en cuenta el equilibrio económico 
y financiero de la gestión del servicio, diseñándose para cubrir costes. Por tanto, cualquier modificación 
de las tarifas llevaría asociado un nuevo reparto de costes que habría de recaer en mayor o menor 
medida sobre todos los usuarios. Por otro lado se justificaba el rechazo a las medidas propuestas por 
esta Institución en la dificultad de ejecución del modelo, teniendo en cuenta que correspondería al 
Ayuntamiento la certificación del número de personas que hacen uso del suministro y, por otro lado, 
esta circunstancia sería variable con el tiempo, por lo que podrían terminar aplicándose bonificaciones 
a supuestos que no correspondiese. 

No podemos compartir las primeras afirmaciones puesto que, si bien efectivamente se penalizan 
consumos excesivos por vivienda, lo cierto es que un sistema tarifario que incluye un primer bloque de 
16m3 de agua al bimestre puede dar lugar a la contradicción de aplicar el precio más bajo a supuestos de 
consumo abusivo (de una sola persona) y, por el contrario, se penaliza injustamente a quienes realizan un 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/sugerimos-que-se-impulsen-medidas-para-el-consumo-responsable-del-agua
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consumo razonable (unos 3.000 litros de agua por persona/mes) ya que, obviamente, a mayor número 
de personas se produce un mayor consumo. 

Por lo expuesto no podemos dejar de insistir en la necesidad de ajustar la cuota variable o de consumo 
de agua al número de personas que hacen uso de la misma en cada punto de suministro. Con ello se 
contribuirá a facilitar la atención de las necesidades básicas a un precio asequible y a desincentivar los 
consumos excesivos, objetivos cuya consecución propugnan tanto la normativa europea como nacional 
(estatal y autonómica).

En cuanto a los ajustes que sean necesarios en la relación económica entre el Ayuntamiento y la empresa 
concesionaria de la gestión del servicio son cuestiones ajenas a la petición cursada y que no justifican 
suficientemente el rechazo a la Sugerencia formulada. Sostenemos que el modelo que proponemos 
puede producir incidencias puntuales en determinados casos; también reiteramos que es normal que 
surjan dudas, se planteen situaciones injustas o aparezcan casuísticas no contempladas en la norma 
general. Así ha ocurrido en otras localidades cuando se ha efectuado un cambio de régimen tarifario de 
esta trascendencia. 

No obstante estas incidencias han sido evaluadas por otros ayuntamientos, solventando las posibles 
dificultades técnicas u organizativas o bien introduciendo las necesarias correcciones o puntualizaciones 
en la norma general.

Particularmente cabe destacar el caso del Ayuntamiento de Málaga que, tras acoger una Sugerencia de 
esta Institución en los términos antes descritos, ha sido objeto de numerosas quejas ya expuestas en el 
Informe Anual 2013 y reiteradas durante el año 2014 (queja 14/57, queja 14/233, queja 14/1234, queja 
14/2421, queja 14/2515, queja 14/2548, queja 14/3465).

Desde esta Institución queremos dejar claro, y así lo hemos hecho saber a quienes presentaron queja, 
que consideramos acertada y oportuna la decisión del Ayuntamiento de Málaga de cambiar su régimen 
tarifario para contemplar el consumo per cápita, esto es teniendo en cuenta el número de personas que 
residen en cada vivienda. Bajo el convencimiento de que las incidencias y dudas provocadas por el nuevo 
sistema de tarificación serían solventadas por dicho Ayuntamiento, sugeríamos a las personas afectadas 
que se dirigieran a las oficinas de atención de Emasa puestas en marcha con tal motivo.

Efectivamente, los primeros desajustes se producían con ocasión de determinadas situaciones en que 
resultaba difícil la acreditación del número de personas residentes en la vivienda o en relación con el 
número de metros cúbicos que debía comprender el primer bloque de la tarifa. Con posterioridad, 
hemos podido conocer que se constituyó una Comisión Consultiva, integrada tanto por personal técnico 
de la empresa municipal como por asociaciones representantes de consumidores y usuarios, en cuyo 
seno se aprobaron unos criterios generales de aplicación para atender las múltiples reclamaciones 
recibidas. 

Esto se tradujo en una serie de acuerdos del Consejo de Administración de Emasa para corregir las 
desviaciones negativas con respecto al sistema anterior, en caso de consumos de hasta 8m3 por persona 
al bimestre. Asimismo, se permitió dar salida a situaciones como las de estudiantes que residen fuera 
del domicilio familiar y solicitan beca por este concepto, parejas con custodia compartida, personas 
que conviven durante parte del día con más personas en su vivienda, dobles tomas o usos temporales. 
También se acordaba la ampliación de metros cúbicos a facturar en el primer bloque para el caso de 
que en la vivienda residiera una persona con movilidad reducida o con una enfermedad que justificase 
la necesidad de un mayor consumo de agua.

Esta situación concreta fue objeto de la queja 14/2421 al entender su promotora que se establecía una 
discriminación no justificada entre personas con discapacidad, ya que la medida no beneficiaba a aquellas 
que tuviesen una discapacidad distinta pese a ser superior al 33%. 

El Ayuntamiento nos remitía informe en el que se justificaba esta situación, tras haber sido valorada por 
la Comisión Consultiva de la tarifa por habitante, por entender que las personas incluidas en el acuerdo 
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adoptado tienen una mayor necesidad de agua. La medida no respondería a un trato de favor sino a 
una mayor protección que debe otorgarse a estos casos particulares por constituir una excepción a la 
norma general. Todo ello, sin perjuicio de otras acciones sociales que Emasa pondría a disposición de sus 
usuarios y que vendría prestando en colaboración con los Servicios Sociales municipales.

La situación de las viviendas destinadas a usos temporales o segunda residencia ha sido objeto de 
tramitación en la queja 14/5291, de la que ha resultado la aceptación de nuestras propuestas por parte 
de Emasa, ya se va a introducir una modificación en la terminología empleada (evitando “otros usos”) en 
la próxima actualización del reglamento de tarifas. Asimismo se considera la posibilidad de no imputar 
coste alguno a los cambios que puedan plantearse por la modificación de tipo de uso que sean solicitados.

Llegados a este punto, debemos advertir efectivamente que la regulación de las tarifas por bloques de 
consumo per cápita se distingue de las medidas de acción positiva en favor de determinados colectivos 
que vienen aprobando distintos entes locales, tales como bonificaciones para personas jubiladas o des-
empleadas. También pudimos conocer por la tramitación de la queja 13/6189 ciertas disfuncionalidades 
en este aspecto, ya que la persona que acudía a esta Institución no podía acceder a una bonificación de 
la tarifa aplicada por Emasagra por no ser titular del suministro.

Nos dirigimos a la citada empresa municipal planteando la posibilidad de permitir la aplicación de las 
bonificaciones a aquellas personas que pudieran tener el mismo derecho atendiendo a sus circunstancias 
personales pero que no pudieran acceder a la titularidad del suministro. En particular se solicitó si fuera 
posible aplicar la bonificación al interesado atendiendo al espíritu de la norma, cuya intención entendemos 
que no era otra que favorecer económicamente a quienes presentan dificultades económicas para el 
pago de su recibo de agua. 

Sin embargo, la respuesta recibida se atenía a la letra de la norma (Reglamento de suministro domiciliario 
de agua en Andalucía) para concluir que es condición necesaria ser titular del suministro, tanto para 
beneficiarse de las bonificaciones aprobadas como para acogerse a facilidades de pago fraccionado a 
través de los Servicios Sociales.

Esta respuesta ha sido objeto de nuestra valoración, entendiendo oportuno un replanteamiento de la 
cuestión ante Emasagra, con carácter general, con objeto de flexibilizar la valoración de situaciones que 
serían merecedoras de especial protección. Consideramos que deberían analizarse los supuestos en que 
sería aconsejable aplicar las mismas bonificaciones a pesar de que no sea posible acceder a la titularidad 
del suministro, constituyendo a tal efecto, si se considerase necesario, una Comisión que pudiese ir 
elaborando criterios interpretativos.

Como hemos dicho, la regulación de las tarifas de agua es un elemento clave para permitir la aten-
ción de necesidades básicas a precios asequibles. Aplaudimos también las iniciativas municipales 
para establecer bonificaciones en las tarifas a personas y/o familias en circunstancias económicas 
desfavorecidas. Igualmente, la creación de fondos de solidaridad que permitan la financiación de 
facturas o incluso su condonación en los casos más graves y adecuadamente justificados de falta 
de recursos económicos.

No obstante, se siguen sucediendo situaciones de personas y familias que no pueden hacer frente a 
sus facturas por suministro de agua y, consecuentemente, se ven abocadas a un procedimiento de 
suspensión del suministro. En este sentido iniciábamos de oficio la queja 14/4882, tras haber tenido 
conocimiento de las denuncias formuladas por una asociación de consumidores contra la actuación 
de Linaqua, empresa mixta municipal que gestiona el suministro de agua domiciliaria en Linares.

En el curso de nuestra investigación se ha requerido al Ayuntamiento un pronunciamiento expreso 
acerca de las medidas que pudiera adoptar para garantizar de forma efectiva el suministro de agua 
a toda la ciudadanía de Linares, cuando su uso sea el de vivienda habitual, de modo que el acceso a 
este recurso esencial no quede limitado por la falta de capacidad económica.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/actuamos-ante-los-cortes-de-suministro-de-agua-por-impago-familias-de-linares-jaen
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Por otra parte, hemos solicitado a Linaqua ampliación de la información relativa a determinados aspectos sobre 
el procedimiento de corte de suministro como la fehaciencia de las notificaciones y la comunicación previa 
al órgano competente, como requisitos necesarios que garantizan una adecuada protección al consumidor. 

Son varias las quejas que sobre dificultades para el pago de las facturas o cortes de agua por impago hemos 
recibido en este ejercicio (queja 13/4269 -reabierta-, queja 14/33, queja 14/1666, queja 14/1741, queja 14/3258, 
queja 14/4962). Nuestra actuación se centra en conocer cómo el Ayuntamiento podría atender las necesidades 
de la familia afectada, así como las medidas que con carácter general se estuvieran implementando a fin de 
garantizar el suministro de un bien esencial como el agua a familias en riesgo de exclusión social.

En las quejas que hemos podido conocer se estaba produciendo una actuación de los Servicios Sociales 
municipales pero, dado que el problema familiar no se restringe al abono de facturas de agua, sino que suele 
venir acompañado por una situación de falta de ingresos suficientes para atender incluso las necesidades 
básicas, la atención se centra en la derivación a programas o prestaciones que supongan la aportación de 
ingresos económicos familiares. 

Por otro lado la prestación de recursos puntuales debe priorizar la atención de necesidades más perentorias, 
de modo que las ayudas económicas directas no pueden atender todas las necesidades familiares.

Algunas de las situaciones denunciadas afectan a bloques completos porque no existe batería de contadores 
divisionarios y las deudas de la comunidad de propietarios, por impago de recibos de algunos o muchos 
vecinos, termina por ocasionar el corte en el suministro de agua y perjudica a todas las familias del bloque. 

Algunas situaciones se enquistan de tal modo que la reconexión del suministro puede tardar meses o, incluso, 
no llega a producirse, como en el caso de la queja 14/3619 que se terminó acumulando a otra gestionada por 
el Área de Cohesión Social que ponía de manifiesto el estado de deterioro de una barriada en un municipio 
sevillano, con objeto de atender adecuadamente la dimensión del problema más allá de la mera falta de 
disponibilidad de suministro domiciliario de agua.

En otros casos, el corte de suministro se producía por circunstancias relacionadas con una falta de pago 
que traía su causa en algún error o descuido (queja 14/2608, queja 14/3387, queja 14/3786). En algunos 
casos la situación se solventó antes de que interviniera esta Institución. 

No obstante, nos interesa destacar las situaciones expuestas, ya que la suspensión del suministro se 
originaba por devolución de recibos domiciliados en cuenta corriente, disfuncionalidades derivadas de 
un cambio en la empresa concesionaria del servicio de suministro de agua o, incluso, sin que la persona 
afectada tuviese conocimiento de la situación.

Estas quejas ponían de manifiesto la necesidad de articular otros mecanismos para garantizar los derechos 
de las personas afectadas ante un corte de suministro. De modo particular la necesidad de que el corte 
de agua se presente como último recurso posible antes de agotar todas las gestiones posibles para el 
cobro de la facturación pendiente. A ello se añade el hecho de que resulte exigible un nuevo pago por el 
reenganche del suministro. Asimismo, al igual que hemos indicado en relación con el suministro eléctrico, 
se hace necesario reforzar la fehaciencia de las comunicaciones, de modo que no se dé por válida una 
notificación que se limita a la entrega del aviso de correos en caso de ausencia en el domicilio. 

Igualmente se considera oportuno la reiteración de intentos de notificación en el domicilio objeto de 
suministro cuando, habiéndose efectuado en el domicilio indicado a efectos de notificación ésta no se 
hubiera podido realizar y conste que se está produciendo un consumo regular de agua en el punto de 
suministro. 

También nos llamaba la atención un ciudadano, y compartimos su preocupación, sobre la necesidad de 
ofrecer espacios de atención a la ciudadanía adecuados para tratar este tipo de reclamaciones ya que, 
en su caso particular, las instalaciones de la empresa de aguas conculcarían cualquier mínimo derecho 
a la intimidad.
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En otras ocasiones, el problema se refería a la elevada facturación girada al haberse producido un 
consumo excesivo de agua a causa de una avería en las instalaciones interiores. Así en la queja 13/5359, 
queja 14/870, queja 14/1251, queja 14/2508, queja 14/4021 o queja 14/5750. 

En la tramitación de estas quejas se reitera una petición de facturación del consumo de agua de acuerdo 
con otros criterios menos gravosos como la estimación del consumo habitual o la aplicación del precio del 
bloque correspondiente al consumo medio, evitando la penalización excesiva de los bloques superiores por 
un consumo que se había producido por causa de fuerza mayor y que habría sido reparada con diligencia.

Por parte de las distintas empresas interpeladas en la gestión de estas quejas la respuesta ha sido la 
misma, que no se puede acceder a lo solicitado puesto que el importe de la facturación es el resultado 
de la aplicación de las tarifas vigentes y en cumplimiento de la normativa de aplicación. Asimismo las 
empresas alegan que es responsabilidad del titular del suministro el correcto mantenimiento de las 
instalaciones interiores. En cualquier caso, normalmente se ofrecen fórmulas de fraccionamiento que 
permitan facilitar el pago de la deuda.

Efectivamente, en los casos de avería se produce un consumo de agua, independientemente de su 
intencionalidad o conocimiento, por lo que puede entenderse justificado el cobro de la correspondiente 
tarifa en atención al bien que se pretende proteger.

No obstante, las normas deben ser aplicadas en su contexto social, y las circunstancias económicas actuales 
nos hacen girar la vista hacia las personas que se ven envueltas involuntariamente en estas situaciones. 

No nos referimos exclusivamente a las personas con dificultades económicas o las  que encuentran 
en riesgo de exclusión social sino, en general, a la necesidad de prestar servicios esenciales a precios 
asequibles. Por lo tanto, esta Institución se propone la defensa de un modelo que permita compaginar 
dicha necesidad con la de preservación del agua. 

A tal fin, creemos oportuno fomentar entre las entidades locales que acojan lo dispuesto en las Reco-
mendaciones Técnicas para la regulación del servicio de suministro de abastecimiento urbano acordadas 
en el seno de la Federación Española de Municipios y Provincias.

Todo ello sin olvidar los deberes de conservación de las instalaciones interiores que corren a cargo del 
titular del suministro, para lo que entendemos necesario que se pongan en marcha programas que 
permitan un adecuado control de este tipo de instalaciones y, particularmente, de las que pudieran 
presentar riesgos de fuga por su propia vejez. Dicho control entendemos que pudiera tener adecuado 
encaje en las políticas de incentivación de la eficiencia energética de las instalaciones de suministro 
de agua, cuyo objetivo último es la preservación de este bien al tiempo que se presentan como cauce 
necesario para una tarificación más justa.

Para terminar la exposición de asuntos analizados durante la tramitación de quejas relacionadas con 
el suministro de agua nos parece oportuno mencionar algunas actuaciones que se han centrado en la 
garantía de protección al usuario, exigiendo a las entidades locales un mayor control sobre la actuación 
de las empresas concesionarias de la gestión del servicio.

Así, en la queja 14/465 hemos formulado Resolución a la Mancomunidad de Municipios del Campo de 
Gibraltar para que, en virtud de sus competencias en materia de ordenación, gestión, prestación y control 
de los servicios relacionados con el ciclo integral del agua de uso urbano, requiera a Aqualia para que 
se atenga al plazo de prescripción de 3 años para poder exigir el pago de las facturas y no al de 15 que 
pretende hacer valer.

En la queja 13/5278 dirigíamos Recomendación al Ayuntamiento de Vélez-Málaga para que ejercite sus 
competencias de fiscalización sobre la empresa concesionaria de la gestión del servicio de abastecimiento 
domiciliario de agua (Aqualia), en relación con la denuncia de la parte promotora de queja sobre facturación 
estimada y falta de renovación del contador. El interesado se había dirigido a su Ayuntamiento pero su 
reclamación se habría limitado a la actuación mediadora de la OMIC, que concluía informándole de la 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/que-la-mancomunidad-le-pida-la-concesionaria-del-agua-que-reclame-el-pago-de-las-facturas-en
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/reclamamos-al-ayuntamiento-que-controle-el-abastecimiento-de-agua-tras-facturar-consumo-en-u
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imposibilidad de obligar a la empresa a atender su pretensión económica o de fijar indemnizaciones por 
daños y perjuicios que corresponden legalmente a la jurisdicción ordinaria. 

01.XI.2.2 
Consumo

Nuestro bagaje en la tramitación de quejas en materia de consumo nos permite vislumbrar algunos 
aspectos que consideramos que podrían mejorarse en el funcionamiento de las Administraciones de 
consumo, con objeto de mejorar la tarea de protección a las personas consumidoras que les ha sido 
encomendada. En este sentido observamos que se reiteran las situaciones en las que legítimas preten-
siones de las personas consumidoras quedan a la voluntad de las empresas y que aquéllas se enfrentan 
a costosos y lentos mecanismos judiciales para hacer valer su pretensión, lo que les lleva al desistimiento 
en la mayoría de los casos.

Es cierto que los esfuerzos desarrollados por la Administración para favorecer los procedimientos de 
mediación y arbitraje se presentan como acciones óptimas para favorecer la resolución de controversias en 
el ámbito de consumo. Sin embargo, en algunos casos, los hechos reclamados se encontraban tipificados 
como infracción a la normativa de protección de las personas consumidoras, por lo que apreciamos que 
una decidida voluntad administrativa de sancionar estas conductas podría contribuir a su erradicación, 
tanto en la empresa afectada por la sanción como en terceras empresas por el efecto ejemplarizante 
que se produce con este tipo de medidas.

En este sentido, tuvimos ocasión de dictar Resolución a la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía 
en Granada ante su decisión de no incoar procedimiento sancionador por la falta de respuesta en plazo 
a la hoja de reclamaciones presentada por la parte promotora de queja (queja 14/2619). Dicha decisión 
se fundaba en razones de eficacia y eficiencia administrativa dado que sólo merecería la sanción de 
amonestación, decisión que esta Institución no compartía, por lo que se recomendaba la posibilidad de 
imponer multa leve. Esta Recomendación ha sido aceptada expresamente.

Por otra parte, la tramitación de quejas relativas a expedientes sancionadores de consumo ha puesto de 
manifiesto situaciones de falta de información, dilaciones, ineficacia del proceso para el restablecimiento 
de los derechos lesionados o porque la sanción impuesta pueda resultar más beneficiosa que la comisión 
de la propia infracción (queja 13/671, queja 13/5545, queja 13/5773, queja 13/6485, queja 14/5047, queja 
14/5696). En consecuencia, se ha considerado oportuno promover una actuación de oficio ante los 
Servicios de Consumo adscritos a las Delegaciones del Gobierno de la Junta de Andalucía en las distintas 
provincias con objeto de recabar los datos necesarios y poder efectuar una valoración adecuada de la 
situación, así como proponer posibles medidas y propuestas que se estimasen oportunas para una 
mejora de la actuación administrativa (queja 14/4486).

Otras actuaciones ante las distintas Administraciones de Consumo (autonómica y municipal), en este 
caso relacionadas con la tramitación de reclamaciones presentadas por personas consumidoras, venían 
motivadas por la denuncia sobre falta de información sobre la situación del expediente (queja 13/2194, 
queja 13/5545, queja 13/5816, queja 14/23, queja 14/160, queja 14/161, queja 14/390, queja 14/5556). 

En algún caso ha motivado el dictado de Recomendación, como en la queja 13/2196, dirigida al Ayuntamiento 
de Jerez ante la falta de respuesta a la hoja de reclamación formulada por la parte promotora de queja.

Por lo general, del contenido de muchas de estas quejas se deduce la disconformidad de las personas 
consumidoras con el papel que juegan los Servicios de Consumo o las OMIC (queja 13/2997, queja 
13/3406, queja 14/3188, queja 14/3306). En ocasiones, desde esta Institución hemos tenido que preguntar 
expresamente sobre la procedencia del inicio de actuaciones sancionadoras o, en su caso, derivación al 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/la-falta-de-respuesta-en-plazo-una-hoja-de-reclamaciones-nos-lleva-pedir-que-se-abra-expedie
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/intervenimos-para-mejorar-la-actuaci%25C3%25B3n-de-consumo-en-defensa-de-las-personas-consumidoras
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/pedimos-al-ayuntamiento-que-responda-la-queja-presentada-por-un-ciudadano-ante-la-omic
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órgano competente, cuando de la tramitación de una reclamación pudiera advertirse alguna infracción 
a la normativa de consumo (queja 13/3406, queja 14/5556).

En relación con la tramitación de quejas relacionadas con el funcionamiento de las distintas Juntas 
arbitrales de consumo, aunque no son muchas, podemos indicar que en su mayoría se refieren a la falta 
de respuesta a la solicitud de arbitraje o a la falta de información sobre el estado de tramitación de la 
misma (queja 13/2314, queja 13/3605, queja 13/5502, queja 13/5700, queja 14/1043, queja 14/2894).

Un caso extremo lo representa la queja 13/1773 en la que se puso de manifiesto que una solicitud de 
complemento-rectificación del laudo dictado por la Junta arbitral de consumo de la Junta de Andalucía, 
presentada con fecha 29 de febrero de 2012, no habría sido resuelta más de año y medio después y, de 
la información facilitada a esta Institución, se deducía que su contenido se limitaría a inadmitir la solicitud 
por extemporánea. Sobre el asunto discutido de fondo (cómputo de plazos) no podíamos dar la razón a 
la asociación de consumidores promotora de la queja. 

Sin embargo, coincidimos con la misma en que la Administración de consumo debe mostrar una especial 
sensibilidad en los asuntos que conoce. Sensibilidad que poco se compaginaba con el grave silencio 
administrativo que se producía en este caso, máxime si lo que se resolvía finalmente era la inadmisión 
de la reclamación por extemporánea. 

En consecuencia, llamábamos la atención a la Administración actuante sobre la necesidad de tramitar con 
mayor diligencia las solicitudes presentadas y de dar cumplida satisfacción a los derechos de información 
que asisten a la ciudadanía en sus relaciones con aquélla, incluyendo a las asociaciones que la representan.

CAPÍTULO XII. URBANISMO Y OBRAS 
PÚBLICAS Y TRANSPORTE

Ver separata 21. Urbanismo y Obras Públicas
Ver separata 20. Transportes y Tráfico

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/informe-anual-2014/separata/21.html
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/informe-anual-2014/separata/20.html
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CAPÍTULO 01.XIII VIVIENDA

01.XIII.2.2 
Adaptación de las rentas de las 
viviendas protegidas en alquiler

Las consecuencias del aumento del desempleo, han motivado entre las demandas de la ciudadanía, una 
reducción del precio de la renta de los alquileres, solicitadas ante las administraciones municipales con 
competencias en materia de promoción de vivienda protegidas y para sus propias promociones. Así, muchos 
ayuntamientos, sensibilizados con la precaria situación económica en la que se encuentran muchos de 
sus conciudadanos, han aprobado una serie de normas en las que se ha plasmado su compromiso de 
adaptar la rentas a las disponibilidades económicas del arrendatario.

En este sentido, hemos de traer a colación, el acuerdo aprobado por la Comisión Ejecutiva de EMVISESA, con 
fecha 3 de octubre de 2013, por el que se establecía una “renta social” para los inquilinos de promociones 
de EMVISESA en alquiler y alquiler con opción a compra, que se encontrasen en las:

A.	 Unidades familiares sin ingresos:

•	 Se les propondrá un cambio de vivienda a otra promoción con rentas más bajas.

•	 No se les requerirá renta, haciéndose cargo exclusivamente de los gastos de Comunidad y suministros.

Requisitos para acogerse a esta medida:

•	C arecer totalmente de ingresos todos los miembros de la unidad familiar.

•	 Han de ser los arrendatarios legales de la vivienda y ocupar la misma como domicilio habitual y permanente.

•	 No se hayan producido denuncias por problemas de convivencia ni otros incumplimientos contractuales 
diferentes del impago de rentas o cuotas a la Comunidad de Arrendatarios. Han de tener los suministros 
perfectamente contratados.

•	 Informe social de la U.T.S. correspondiente que acredite que la unidad familiar se encuentra en situación 
de necesidad social.

B.	 Unidades familiares con ingresos inferiores a 1,5 veces el IPREM:

•	 Se establece una renta social consistente en el 30% de los ingresos brutos de la unidad familiar, con 
un mínimo de 50 euros mensuales.

Requisitos para acogerse a esta medida: 

•	 Los ingresos de la unidad familiar o de convivencia no pueden superar 1,5 veces el IPREM.

•	 Han de ser los arrendatarios legales de la vivienda y ocupar la misma como domicilio habitual y permanente.

•	 No se hayan producido denuncias por problemas de convivencia ni otros incumplimientos contractuales 
diferentes del impago de rentas o cuotas a la Comunidad de Arrendatarios. Han de tener los suministros 
perfectamente contratados.

•	 Informe social de la U.T.S. correspondiente que acredite que la unidad familiar se encuentra en situación 
de necesidad social.

Igualmente, el ayuntamiento del Puerto de Santa María, se solidarizó con la situación económica de muchos 
de sus vecinos.



INFORME ANUAL dPA 2014 / Separatas Temáticas02. administraciones locales 50

Fiel reflejo de esta situación, lo es la queja 13/2360, en la que una asociación de arrendatarios de viviendas 
municipales de El Puerto de Santa María nos trasladaban, su disconformidad con la modificación de la 
Ordenanza Reguladora del Registro de Demandantes de Vivienda Protegida, aprobada en pleno de 7 de marzo 
de 2013, ya que dichas modificaciones lesionaban sus derechos, al aumentar el precio de la renta, trasladar 
a los inquilinos la obligación de pagar el IBI, de contribuir a los gastos de conservación y mantenimiento de 
las zonas comunes, y al suprimir los beneficios de bonificación y exención de las rentas, entre otras medidas.

En efecto, desde un punto de vista estrictamente jurídico, las modificaciones introducidas en la Ordenanza 
Reguladora del Registro de Demandantes de Vivienda Protegida, se ajustaban a la legalidad vigente, no 
podíamos obviar la realidad social y económica en la que, como consecuencia de la crisis, estaba y esta 
inmersa una parte muy importante de la población andaluza.

Ante esta realidad, teniendo en cuenta que los Ayuntamientos son las instituciones más cercanas al 
ciudadano, y apelando a la encomienda que la Carta Magna reconoce a los poderes públicos, de promover 
las condiciones que garanticen a la ciudadanía el derecho constitucional a disfrutar de una vivienda digna, 
entendía y entiende esta Institución que las corporaciones deberían atender, con especial sensibilidad, 
los casos particulares de aquellas personas y familias que se encuentren en una posición económica 
desfavorable, tratando de adecuar las rentas establecidas para las viviendas de promoción pública a la 
disponibilidad económica de la persona arrendataria.

A tal fin, formulamos al Ayuntamiento del Puerto de Santa María la siguiente Sugerencia:

“Que se garantice la estabilidad de las personas inquilinas en la vivienda arrendada, en los supuestos en que su 
situación económica acreditada, le imposibilite atender el pago de la renta inicialmente pactada en el contrato, 
procediéndose en estos casos, y a título enunciativo que no limitativo, a la adopción de las siguientes medidas:

•	 En cuanto a la renta, debería adaptarse el coste del arrendamiento a la capacidad de económica según los 
ingresos de las unidades familiares.

•	 En los supuestos en los que se haya acumulado una deuda por impago de rentas, deberían adoptarse 
aquellas soluciones que permitan flexibilizar su abono, como pudiera ser el pago fraccionado y aplazado.

•	 En lo que respecta a la repercusión de conceptos como el IBI, gastos de comunidad, mantenimiento, etc. 
podría acordarse el aplazamiento en la repercusión de dichos conceptos al inquilino o incluso su exención, 
según los casos y de acuerdo con la normativa vigente.

Además, las medidas acordadas deberán contar con el necesario respaldo o cobertura legal, en evitación de 
situaciones de discriminación o indefensión de la parte afectada.”.

El citado Ayuntamiento, manifestó su especial sensibilidad con la dramática situación que viven muchas 
familias, y en este sentido se posicionó en los siguientes términos.

“Para determinar el importe de la renta a establecer contractualmente, se tendrán en cuenta los ingresos familiares.

En los supuestos en los que se haya acumulado una deuda por impago de rentas, deberían adoptarse aquellas 
soluciones que permitan flexibilizar su abono, como pudiera ser el pago fraccionado y aplazado.

Y siendo conocedores de las dificultades económicas que atraviesan las familias, se ha previsto en la ordenanza 
la siguiente disposición transitoria: «Los contratos pendientes de renovación y firma desde la entrada en vigor 
de la anterior Ordenanza, se adaptarán a la presente si bien los inquilinos deberán estar al corriente de pago o 
haber reconocido la deuda y formalizado calendario de pago de la misma, según el precio de alquiler del contrato 
que debiera haberse incorporado al contrato no firmado.».

En lo que se refiere al Impuesto de Bienes Inmuebles, y tras dictamen del Consejo Consultivo de Andalucía, 
se ha introducido en la ordenanza el siguiente artículo que entendemos da respuesta a la sugerencia 
planteada: «Los arrendatarios y quienes hagan uso mediante contraprestación de las viviendas municipales 
cedidas a SUVIPUERTO u otro régimen de gestión, a quienes se repercuta el IBI por aplicación del art. 63.2 del 
TRLRHL, podrán recibir ayudas de hasta el 95% de la cuota repercutida.».”

La respuesta recibida nos permitió dar por concluidas las actuaciones en la queja.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/node/9130
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/el-ayuntamiento-atender%25C3%25A1-las-peticiones-de-los-inquilinos-sobre-ibi-e-impagos

